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AL MINISTERIO DE JUSTICIA 

 

 

 

ERNESTO ALCOJOR VALVERDE, en nombre y representación de la 

ASOCIACIÓN INDEPENDIENTE DE PERITOS JUDICIALES en adelante A.I.P.J., con 

domicilio en la calle Diamante, 7 de Benalmádena - Málaga (29631) teléfono 

952564156, como Presidente de la misma y de acuerdo a los fines 

contemplados en el punto 2 apartado 9 de los estatutos de la AIPJ y al 

amparo de lo dispuesto en el Real Decreto 453/2012. 5 de marzo por el que 

se desarrolla la estructura basica del Ministerio de Justicia e Inspección 

General de Servicios, el artículo 16 del Real Decreto 951/2005 por el que se 

establece el marco general para la mejora de la calidad en la administración 

General del Estado y artículo 6 del acuerdo de 2 de diciembre de 1998 del 

Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el 

Reglamento 1/1998 del Consejo General de Poder Judicial de tramitación de 

quejas y denuncias relativas al funcionamiento de los Juzgados y Tribunales; 

y también por cuanto disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial 6/1985, 

de 1 de julio o la Tutela Judicial Efectiva del artículo 24 y el derecho de 

petición del artículo 29 ambos de la Constitución Española, formulo 

DENUNCIA, QUEJA e INICIATIVA CON SUGERENCIA, concretamente sobre los 

siguientes,  

HECHOS 

 

PRIMERO: La Asociación Independiente de Perito judiciales en adelante AIPJ 

viene desde su creación luchando para que de una manera u otra se 

regularice y reglamente la figura y actuación del Perito Judicial de los 

Tribunales de España y asi lo demuestra el Estudio Juridico realizado y que fue 

presentado en ese Ministerio el día 8 de enero de 2008(1) aportando entre 

otros;  

1.- ESTUDIO JURIDICO LEGAL DE LA ACTUACIÓN Y RESPONSABILIDAD DEL 

PERITO JUDICIAL Y LA NECESIDAD DE REGULAR SU ACCESO PROFESIONAL A 

LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA. 

2.- ESTUDIO DE PROPOSICIÓN DE ANTEPROYECTO DE LEY SOBRE LA 

ACTUACIÓN Y RESPONSABILIDAD DEL PERITO JUDICIAL COMO AUXILIAR DE LA 

JUSTICIA "AD HOC" Y LA NECESIDAD DE REGULAR SU ACCESO PROFESIONAL A 

LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA.  

                                                           
1 Se adjunta copia del escrito de presentación como doc. nº 1 



 

2             Central: c/Diamante Nº 7 - 29631 Benalmádena, Málaga. Tlf.: 952 564 156 – Fax: 952 576 999.  E-mail: peritos@judiciales.es 

ASOCIACIÓN INDEPENDIENTE  
PERITOS JUDICIALES 

  
  

3.- PROPOCICIÓN DE PROYECTO DE LEY O NORMATIVA QUE REGULE LA 

CAPACITACIÓN PROFESIONAL DEL PERITO JUDICIAL DE LOS TRIBUNALES DE 

JUSTICIA. 

Asi ha ido pasando el tiempo y la AIPJ ha continuado realizando aportes 

solicitando la tan necesaria REGLAMENTACIÓN DE LOS PERITOS que auxilian 

a los distintos Tribunales mediante el desempeño del cargo conferido como 

PERITOS JUDICIALES, el último escrito presentado fue el 29 de julio de 20152 y 

lo único que ha hecho este Ministerio al respecto es “contestar en legal plazo 

y forma eficiente” a cada uno de nuestros escrito de solicitud con las 

modestas sugerencias pero “no ha tenido la capacidad o la voluntad” de 

querer dar una soluciíon definitiva al respecto como prueba de ello nos 

remitimos al tiempo transcurrido y de las ultimas reformas de modernización 

de la justicia realizadas, Ley Organica del Poder Judicial, LEC, LECr, Codigo 

Penal y demas Decretos y normativas internas vinculantes sin que en ninguna 

de ellas se haya hecho algo al respecto, quitando lo regulado en el art. 342 

y 638 de la nueva LEC el perito judicial continua practicamente como en la 

antigua LEC de 1881. 

SEGUNDO: Que esta AIPJ vuelve a requerir al Ministerio de Justicia que ponga 

los medios que sean necesarios o los recursos humanos que sean capaces  

para que de una vez por todas se concrete la tan necesaria “Regulación de 

la actividad de los peritos profesionales que auxilian a la Justicia para 

desempeñar el cargo conferido como Perito Judicial”, creando un 

“Reglamento y Registro único de los Peritos Judiciales”. 

TERCERO: Que esta AIPJ  viene denunciando ante el Ministerio de Justicia y al 

CGPJ desde el 08/01/2008 hasta la fecha, la necesidad de crear un 

Reglamento y Registro nacional de los peritos profesionales que auxilian a la 

justicia mediante el desempeño de la funsión como Perito Judicial de los 

Tribunales. En una de nuestra denuncia/queja presentada en fecha 

30/07/2015 (2) la jefa de Secretaría Dña. Soledad Luna Romero nos constesto 

(S/Ref201500028442) con fecha 30/07/2015 que entre otros aspectos que se 

denunciaban y como para finalizar respecto “dejando constancia” del 

contenido de un borrador de Ley para la Creación del Registro de Peritos(3). 

CUARTO: Que esta AIPJ viene aportar una actualización de la versión original 

del BORRADOR DE PROPOSICIÓN REGLAMENTO PARA LA ACTUACIÓN DE LOS 

PERITOS JUDICIALES(4), presentado el 11/09/2009 en el Ministerio de Justicia y 

Consejo General del Poder Judicial y CODIGO DEONTOLOGICO(5) especifico 

a la función del Perito Judicial. 

                                                           
2 Se adjunta copia de la denuncia/queja como doc. nº 2.  
3 Se adjunta copia del escrito como doc. nº 3. 
4 Se adjunta copia del escrito como doc. nº 4. 
5 Se adjunta como doc. nº 5. 
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El presente REGLAMENTO DE PERITOS, esta actualizado a las nuevas reformas 

legislativas realizadas en la LEC, LECr y CP. 

QUINTO: Solicitamos que se cree una mesa de trabajo con las asociaciones 

y colegios profesionales más representativas en la actividad de la Pericia 

Juridica, a fin de aunar los esfuerzos, criterios y experiencias para lograr 

conseguir un resultado optimo en la Regulación y Reglamentación de la 

actividad de los peritos profesionales que ejercen funciones como Peritos 

Judiciales por orden y mandato de los diferentes organos judiciales y 

tribunales de justicia.   

 

En virtud de lo expuesto, 

 

SUPLICO AL MINISTERIO DE JUSTICIA: Que teniendo por habida las 

manifestaciones presentadas en este escrito, se sirva admitirlo y acuerde 

tener a quien suscribe por parte en nombre y representación de la AIPJ, 

entendiéndose conmigo las sucesivas diligencias; por formulada la presente 

denuncia, queja e iniciativa con sugerencia y en su día, previa la tramitación 

legal correspondiente, se acuerde tomar las oportunas decisiones o medidas 

a fin de que cree un REGISTRO NACIONAL QUE REGLAMENTE LA ACTIVIDAD DE 

LOS PERITOS JUDICIALES QUE GARANTICE LA IGUALDAD, ACTUACIÓN Y 

RESPONSABILIDAD DEL PERITO  JUDICIAL ANTE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA 

 

Por ser justicia que atenta y respetuosamente solicito en Madrid a, 07 de 

septiembre de 2016. 

 

OTROSI DIGO: Que solicitamos que el REGLAMENTO DE PERITOS, citado en el 

punto cuarto del presente escrito y el CODIGO DEONTOLOGICO que venimos 

a aportar para ser estudiado para ser incluido al borrador de Ley que se 

encuentra pendiente de aprobar por este Ministerio y que que se nos de 

traslado de cualquier resolución o decisión que el Ministerio de Justicia tome 

respecto al REGLAMENTO, CODIGO DEONTOLOGICO Y REGISTRO DE PERITOS 

JUDICIALES, a fin de poder alegar lo que en derecho pueda corresponder.  

 

Por ser justicia que atenta y respetuosamente reitero en la fecha y ciudad ut 

supra indicada. 

                                                                   El Presidente AIPJ 

 

 

                                                          Fdo. Ernesto Alcojor Valverde 
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AL MINISTERIO DE JUSTICIA 

 

 

ERNESTO ALCOJOR VALVERDE, en nombre y representación de la 

ASOCIACIÓN INDEPENDIENTE DE PERITOS JUDICIALES en adelante A.I.P.J., 

con domicilio en la calle Diamante, 7 de Benalmádena - Málaga (29631) 

teléfono 952564156, como Presidente de la misma y de acuerdo a los fines 

contemplados en el punto 2 apartado 9 de los estatutos de la AIPJ y al 

amparo de lo dispuesto en el artículo 6 del acuerdo de 2 de diciembre de 

1998 del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se 

aprueba el Reglamento 1/1998 del Consejo General de Poder Judicial de 

tramitación de quejas y denuncias relativas al funcionamiento de los 

Juzgados y Tribunales; y también por cuanto disponga la Ley Orgánica del 

Poder Judicial 6/1985, de 1 de julio o la Tutela Judicial Efectiva del artículo 

24 y el derecho de petición del artículo 29 ambos de la Constitución 

Española, formulo DENUNCIA, QUEJA e INICIATIVA CON SUGERENCIA, 

concretamente sobre los siguientes,  

HECHOS 

 

PRIMERO: Que debido a que algunos órganos judiciales, decanatos y 

Oficinas de Servicios Común General para la designación de peritos 

(especialmente la de Murcia), dependientes de Decanatos y de distintos 

TSJ de España vienen llevando a cabo la práctica (contrarias a la 

normativa legal vigente) para la insaculación de los diferentes peritos que 

son requeridos por los juzgados a instancia de las partes incurso en 

proceso de justicia rogada, estableciéndose la preferencia de peritos 

colegiados y/o de pertenencia a colegios profesionales, DISCRIMINANDO 

de esta forma  a los demás peritos que están en el mismo plano de 

igualdad profesional y que no se encuentran colegiados de pertenencia a 

Asociaciones Profesionales estableciéndose un TRATO DISCRIMINATORIO, 

que vulneran los derechos de los demás operadores jurídicos con los 

consiguientes perjuicios económicos que ello conlleva. 

 

SEGUNDO: Esta Asociación (AIPJ) conocedora de la falta y necesidad de 

regulación de la actividad del Perito Judicial como “Auxiliar de la Justicia”, 

viene desde su fundación en el año 2006 luchando por una normativa o 

Regulación que garantice no solo las listas de profesionales dispuestos a 

actuar en el cargo conferido como “Perito Judicial”, sino en una 

especialización con unos conocimientos mínimos en materia legal, por ser 

el ámbito donde deberá desempeñar su labor (Tribunales de España)  con 

total objetividad e imparcialidad. Habiendo realizado una propuesta que 

se presentó en enero del año 2008 ante el Ministerio de Justicia, CGPJ, 

Congreso de Diputados y demás estamentos públicos y políticos del;  
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“ESTUDIO JURIDICO LEGAL DE LA ACTUACIÓN Y RESPONSABILIDAD DEL 

PERITO  JUDICIAL Y LA NECESIDAD DE REGULAR SU ACCESO PROFESIONAL 

A LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA” (se adjunta copia). 

 

TERCERO: Que habiendo salido adelante en Diciembre del pasado año 

una proposición no de ley solicitada por el Congreso, en cuanto a la 

necesidad de crear un registro de peritos judiciales a nivel nacional, 

desconociendo actualmente  en qué situación se encuentra y 

encontrándonos en completa desinformación e incertidumbre, 

advirtiendo que leyes aprobadas sin enmiendas plasmadas y que aun así  

no se llevan a la práctica. No comprendemos el motivo de este proceder 

materializado en la propia omisión de la aplicabilidad de la normativa 

actual. 

 

 La necesidad de crear un Registro de Peritos Judiciales deviene de la 

propia naturaleza de la palabra “necesidad” lejos de ser un capricho, 

distando de ser un ideal, debiendo ser un Organismo completamente 

real donde se estructure y se regularice la función del Perito Judicial, que 

muchas veces se menosprecia o cuanto menos se desconoce las 

connotaciones de su función, perdiendo la verdadera percepción de 

dicha figura como auxiliar de Justicia, el cual es llamado y requerido por 

el propio Juez, siendo su intervención en numerosas ocasiones 

determinante para la resolución del procedimiento en cuestión. Sin 

embargo a pesar de su importancia la legislación española, 

concretamente la Ley Orgánica del Poder Judicial, al regular los 

operadores jurídicos que tratan con la Administración de Justicia no hace 

referencia a cómo ha de desarrollarse la actuación de estos 

profesionales, o cuales han de ser los requisitos de formación específica 

en materia jurídica por ser el lugar de su actuación. 

 

Resulta necesario crear uno o varios registros dependientes del Ministerio 

de Justicia, en colaboración con las comunidades autónomas, en los que 

se inscriban aquellos profesionales que superen los requisitos de 

capacidad y profesionalidad que el ministerio fije de manera similar a lo 

previsto en el reciente real decreto por el que se desarrollan 

determinados aspectos de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en 

asuntos civiles y mercantiles. Este registro, además de constituir una 

garantía procedimental en aquellos casos en los que la justicia se ve 

obligada a recurrir a la colaboración externa, en este caso de peritos 

forenses, facilitaría la prestación del servicio y redundaría en el principio 

fundamental de la tutela judicial efectiva prevista en el artículo 24 de la 

Constitución. 

 

En cuanto a la ley de Mediación ut supra indicada, se aceptó enmiendas 

dirigidas a reforzar la formación de los mediadores presentando una 

proposición no de ley que abordaba las mismas exigencias que ahora se 

solicitan. Al igual que en aquellas ocasiones, ahora solicitamos que se 

exija una formación adecuada y uniforme, a la vez que fije una 

formación continuada en la materia legal para mantener los niveles de 

profesionalidad. En cuanto a esto último y lejos de poner en tela de Juicio
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su existencia  ya que concordamos que tanto su regulación como todas 

las que preceden son necesarias y justas, no llegamos a comprender la 

negativa o el desinterés de crear el Registro de Peritos Judiciales, el cual su 

necesidad de creación fue invocada y reconocida con anterioridad. 

Registros como el de los Mediadores  han sido creados posteriormente a la 

aprobación del Congreso señalada ut supra acerca de la necesidad de 

establecer un registro de Peritos Judiciales a pesar de que su figura es más 

antigua, ya reconocida en la antigua Ley de Enjuiciamiento Civil 1881y 

Código Civil 1889, no han tenido la capacidad o la voluntad de haber 

creado y puesto en funcionamiento en estos 134  años. 

La necesariedad de la creación de un Registro de profesionales dispuestos 

a actuar como Peritos Judiciales a nivel nacional no genera 

necesariamente un beneficio a tal colectivo sino más bien un orden y una 

garantía  en cuanto al ejercicio de tal prestación de servicios, la cual 

denota una notable responsabilidad del cargo conferido. Por otro lado  

resulta indudable que existen disfunciones que conviene resolver, si es que 

queremos contar con una justicia de calidad y garantizar a los ciudadanos 

que acceden a ella una mayor seguridad, única forma de conseguir que 

la tutela judicial efectiva sea una realidad. Por lo cual es inexplicable, 

quizás rozando lo insólito el desinterés, pasividad o falta de capacidad en 

cuanto a su constitución si no hay más que beneficios a la propia 

Administración de Justicia contando con profesionales de calidad y 

supervisados por el propio Ministerio de Justicia, como lo hace con los 

Procuradores de los Tribunales y de los Mediadores Civiles y Mercantiles 

¿Cómo se ha podido regular estos dos operadores jurídicos y no el del 

Perito Judicial? Para nosotros es una incógnita aún sin develar…. 

CUARTO: Esta situación insostenible de INDEFENSIÓN Y PERJUCIOS que los 

distintos profesionales venimos padeciendo desde hace bastante tiempo 

es la que nos lleva solicitar al Consejo General del Poder Judicial de que 

recuerde a los distintos órganos judiciales la modificación de la Instrucción 

5/2001, de 19 de diciembre, por el acuerdo del 28 de octubre de 2010 del 

Consejo, sobre remisión anual a los órganos jurisdiccionales de las listas 

profesionales para su designación judicial como peritos, y el Protocolo de 

actuación del servicio común procesal para la asignación de peritos 

judiciales de 9 de febrero de 2005, que a fecha actual tanto los distintos 

Decanatos como TSJ en su mayoría no se han adaptado, tal como lo ha 

hecho Comunidad de Madrid, Región de Murcia, Cataluña y el Juzgado 

Decano de Málaga que, tras varias reuniones tanto con el Magistrado 

Juez Decano y posteriormente con la Sra. Secretaria Judicial solicitamos 

que se organizaran y unificaran las listas por especialidades y no por 

corporaciones,  y que pese a la falta de recursos que padecía este 

decanato fue superado por la buena voluntad y el mejor hacer 

lográndose que este año (2015) se haya puesto en funcionamiento un 

servicio común de designación de Peritos para los órganos judiciales de 

Málaga ciudad. 
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Solicitamos a este Ministerio de Justicia a que por el medio que considere 

más conveniente se informe a los distintos órganos judiciales de las 

actuales normativas y leyes vigentes relacionadas con el sector servicios 

(Ley Ómnibus, Ley de Colegios Profesionales, LEC, LECr, Instrucciones, 

etc.)  por ser éstos los responsables directos de distorsionar y perjudicar la 

libre competencia, ya que con este injusto e indebido proceder se ESTÁ 

INCUMPLIENDO LA NORMATIVA LEGAL VIGENTE llevando claramente 

prácticas contrarias a lo ya establecido y regulado. Se continúa con la 

antigua e injusta modalidad que existía por falta de regulación legal, en 

la que se establecían preferencias a los profesionales colegiados en 

detraimiento de los demás profesionales,  pese a estar en el mismo plano 

de igualdad con la misma cualificación (titulación oficial) que es en 

realidad el que lo dota de tales conocimientos y no el estar colegiado. 

Estas son prácticas INJUSTAS Y CARENTES DE TODA EQUIDAD favoreciendo 

siempre a los más fuertes. 

Por todo lo expuesto precedentemente, así como por otras causas que 

más adelante se expondrán, evidencian que los peritos adscritos a la AIPJ 

como de otras asociaciones se han visto perjudicados por una indebida 

interpretación de las disposiciones legales vigentes y su incorrecta 

aplicación con un injusto y/o mal proceder de gestionar las distintas 

insaculaciones y/o designaciones de los diferentes profesionales adscritos 

a las listas de peritos que los distintos órganos judiciales gestionan para 

designar a Peritos Judiciales en un procedimiento determinado.  

Siendo en ciertos casos, más que evidente que la verdadera causa 

encubierta ya no es la colegiación o no de los peritos, sino que  el 

problema radica cuando los mismos son de pertenencia de Asociaciones 

y no de Colegios Oficiales. 

Es justo y necesario  que cesen todas y cada una de estas irregularidades 

lesivas y porque no violaciones de los derechos más fundamentales (art. 

10, 14, 20, 22, 24, 35, 36, 40, 51, CE) legalmente conferidos a todo 

ciudadano, incluidas las Asociaciones profesionales.  Este tipo de 

actitudes y prácticas son inaceptables, completamente contrarias a la 

ley y al principio de “EQUIDAD”, ya no por una mera interpretación 

subjetiva o simpatía que puedan tener por los más fuertes (colegios), sino 

porque hay sobrada jurisprudencia y leyes que así lo definen y 

determinan MUY CLARAMENTE cuál debe ser la cualidad e idoneidad 

que debe reunir el Perito Judicial, la cual más delante se expondrá 

pormenorizadamente.  

Esta AIPJ en defensa de los intereses de sus asociados y de los distintos 

profesionales que desarrollamos la labor de “Auxiliar de la Justicia” como 

“Perito Judicial” ha decidido realizar una campaña de difusión e 

información a los distintos medios, en especial a los diferentes órganos 

judiciales superiores como responsables directos: TSJ, CGPJ, Ministerio  de 

Justicia.-
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QUINTO: Estas prácticas o instrucciones que se están llevando a cabo de 

forma general para la designación de peritos judiciales con exclusividad, o 

cuanto menos con preferencias a los peritos colegiados (pertenecientes a 

listas de Colegios) es, en primer lugar indebida y en segundo lugar 

innecesaria por cuanto y tanto no es necesario ni obligatorio que un 

profesional para actuar como Perito Judicial deba de estar colegiado, 

solamente en casos contemplado como “EXCEPCIONAL” y todo ello de 

acuerdo a la normativa legal vigente a fecha de la presente. Para actuar 

como  perito judicial NO EXISTE NINGUNA OBLIGACIÓN DE ESTAR 

COLEGIADO, SÓLO LO ES EN CIERTOS CASOS, “CONTEMPLADOS COMO 

EXCEPCIONES”, los cuales más adelante se citaran.  

 

SEXTO: Las irregularidades que se han detectado a la hora de  organizar, 

clasificar o escoger las listas de profesionales de peritos, obedece a que 

tal procedimiento no se corresponde con lo establecido con los protocolos 

así como el texto correspondiente a la Modificación de la Instrucción 

5/2011, de 19 de Diciembre por el Acuerdo del 28 de Octubre de 2010 

CGPJ. 

 

Es evidente que se limitan a organizar y clasificar las listas de peritos 

remitiéndose en primer lugar a la corporación, específicamente a los 

profesionales colegiados, dejando a todos los demás profesionales igual 

de idóneos, es decir misma titulación pero que no están colegiados, sin 

posibilidad alguna de acceder a dicha insaculación para actuar como 

perito judicial. El correcto ordenamiento sería por ESPECIALIDAD, tal como 

se establece,  independientemente de la corporación de la cual 

provenga, sea colegiado o no colegiado (asociado). De ese modo sería 

efectiva la “RELACIÓN UNICA” a la que se refiere la Modificación ut supra 

referida.  

 

En su virtud, el Pleno del Consejo del Poder Judicial, de acuerdo con lo 

dispuesto en los artículos 104.4 y 12.3 de la Ley Orgánica 1985, de Julio, del 

Poder Judicial, en su reunión del día 28 de octubre de 2010, acordó 

aprobar en la siguiente Instrucción que: 

 

“A fin de que los órganos jurisdiccionales puedan disponer de los 

instrumentos necesarios para el más eficaz desempeño de su potestad 

jurisdiccional, en el mes de enero de cada año los Presidentes de los 

Tribunales Superiores de Justicia, procuraran que se encuentre a 

disposición de los distintos órganos jurisdiccionales de su demarcación 

territorial la relación oficial de profesionales colegiados “o” asociados, que 

puedan actuar como peritos a instancia de parte, procurando que la 

relación sea UNICA, para cada profesión o actividad, 

 

ACORDANDO: 

Que “para los casos en que la colegiación no constituya requisito 

imprescindible para el ejercicio profesional o exista distintas titulaciones y/o 

profesiones susceptibles de realizar de forma adecuada la práctica 

pericial solicitada, los Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia y 

los Jueces Decanos procurarán solicitar los listados de peritos de todas las  
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asociaciones profesionales, corporaciones, y colegios no oficiales que 

existan en la demarcación”. Más adelante se expondrá 

pormenorizadamente cuando es o no necesario la colegiación de las 

consideradas obligatorias. 

 

SEXTO: Hasta la presente no tenemos conocimiento si estas prácticas que 

se están llevando a cabo y que consideramos CONTRARIAS A LA LEY, 

ARBITRARIAS, DISCRIMINATORIAS, IMPONIENDO LIMITES Y BARRERAS (o 

cuanto menos estableciendo preferencias) A LA LIBRE COMPETENCIA a 

que criterios obedecen, o por el contrario a instrucciones o directivas de 

algún órgano superior  de la cual depende y de qué momento 

desconocemos. 

 

La posición e informe emitido por la CNC (3 junio 2013) en relación con el 

procedimiento para la designación judicial de peritos subraya que la 

colegiación no es un requisito imprescindible para el peritaje, pues por un 

lado, el propio artículo 341 de la LEC prevé el procedimiento a seguir 

cuando no exista Colegio Profesional, situación en la que las listas de 

peritos estarán formadas necesariamente por profesionales no colegiados; 

y por otro lado, el artículo 340 de la LEC, que establece los requisitos para 

ser perito, no prevé como condición la colegiación sino únicamente la 

titulación. También considera pertinente dirigir a las Administraciones 

Públicas competentes esta propuesta de modificación normativa, dirigida 

a suprimir las restricciones a la competencia efectiva derivadas de la 

aplicación de este precepto legal y otros análogos que puedan existir. 

Dicha pertinencia queda reforzada por el análisis realizado en el Informe 

sobre los Colegios Profesionales tras la transposición de la Directiva de 

Servicios. 

 

La confección de las referidas listas de peritos judiciales no ha de estar 

restringida ni desde una perspectiva geográfica (por demarcaciones 

territoriales) ni desde una perspectiva corporativista (colegios oficiales), 

salvo justificación conforme a “CASOS EXCEPCIONALES”, como más 

adelante se expondrá de forma más amplia y detallada.  

 

El mecanismo para la designación de peritos judiciales contemplada en el 

artículo 341 LEC, como se ha dicho anteriormente ha sido regulado por 

parte del CGPJ mediante la modificación de la Instrucción 5/2001, de 19 

de diciembre, por el acuerdo del 28 de octubre de 2010 del Consejo, 

sobre remisión anual a los órganos jurisdiccionales de las listas 

profesionales para su designación judicial como peritos, y el Protocolo de 

actuación del servicio común procesal para la asignación de peritos 

judiciales, de 9 de febrero de 2005. 

Por lo que no llegamos a comprender, a pesar de  la claridad de  la 

citada instrucción como de las demás disposiciones y normativa legal 

vinculante, se insista en la continua OMISIÓN DE LA LEY de una forma 

arbitraria, caprichosa y discriminatoria, debiendo soportar ciertos peritos 

profesionales de forma continuada por organismos “supuestamente” 
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competentes y debidamente formados y capacitados con el 

conocimiento íntegro de las leyes actuales, quienes deberían velar por su 

correcta aplicación, debiendo evitar erróneas actitudes y/o 

interpretaciones que puedan causar GRAVES PERJUICIOS de una forma 

directa o indirecta a ciertos colectivos, concretamente en este caso en 

particular a los miembros de ésta AIPJ y demás asociaciones que 

“casualmente” somos siempre los mismos: los más débiles, pese a que 

deberíamos estar en el mismo plano de igualdad, al menos ante la ley y/o 

diferentes administraciones públicas, si la teoría de la Justicia es 

administrarla con Equidad nos preguntamos ¿dónde están los funcionarios 

encargados en llevar a la práctica tal teoría? … 

SEPTIMO: De acuerdo a la normativa legal vigente a fecha de la presente, 

a los distintos profesionales que componemos las listas dispuestos para 

actuar como  “Perito Judicial” NO LES ASISTE NINGUNA OBLIGACIÓN DE 

ESTAR COLEGIADO, SÓLO EN CIERTOS CASOS, “CONTEMPLADOS COMO 

EXCEPCIONES”, que más adelante se citaran detalladamente cuáles son 

esas excepciones. 

 

La AIPJ ante el vacío legal existente y la falta de regulación específica del 

“Perito Judicial” como “auxiliar ad hoc” de los Tribunales de Justicia, viene 

desde su creación luchando por la dignificación y especialización del 

Perito Judicial como un Profesional Independiente (un operador jurídico 

más) dentro de los Tribunales de Justicia. Hemos citado en repetidas 

ocasiones y nos siguen pareciendo pocas, porque creemos que son 

imprescindibles y necesarias repetirlas hasta la saciedad para que los 

responsables de los diferentes estamentos judiciales encargados de crear 

los protocolos, confeccionar las instrucciones y/o criterios para las listas de 

designación de peritos, COMPRENDAN O CUANTO MENOS SEPAN 

“DISCERNIR” QUE PARA DESARROLLAR EL DESEMPEÑO DEL CARGO 

CONFERIDO COMO PERITO JUDICIAL NO ES NECESARIO ESTAR COLEGIADO 

EN LOS CASOS QUE ELLO NO IMPLIQUE UN RIESGO PARA LA SALUD (ej. 

MÉDICOS) ASÍ COMO EN LOS CASOS DE ARQUITECTOS O INGENIEROS QUE 

NO SE IMPLIQUEN EN LA FIRMA DE PROYECTOS O DIRECCIÓN DE OBRAS. 

 

La función del perito judicial no reviste en ningún caso ninguno de los 

supuestos anteriores entendidos como “excepciones”, ya que su labor 

como tal no implica de modo alguno ni un riesgo para la salud, ya que por 

ejemplo en el ámbito de la medicina por la propia naturaleza que tiene un 

perito judicial (licenciado en Medicina) en la cual no existe una relación 

médico-paciente (no tiene que realizar intervención quirúrgica, ni 

tratamiento alguno), como tampoco en los casos de los peritos judiciales 

arquitectos o ingenieros que no implican de manera alguna tener que 

firmar proyecto alguno ni  en llevar dirección de obras en el procedimiento 

en que ha sido designado, solamente se limita a la emisión técnica o 

científica del conocido “Dictamen Pericial” para informar alguna cuestión 

especifica (relacionada con el objeto de Litis) requerida en un 

procedimiento dado, ya sea de justicia rogada o de oficio en ámbito 

penal. 
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Queda claro que la idoneidad del Perito Judicial en su “Facere 

Profesional” deviene del título oficial que posee como así lo determina el 

art. 340 LEC y no de su cualidad de colegiado, quedando esta 

obligatoriedad relegada para los casos que como ya se mencionó 

anteriormente, sean por motivos de interés general y para la mejor 

ordenación de la profesión, se considere más proporcionado para el 

control de su correcto ejercicio que se lleve a cabo por un profesional 

colegiado, y en ese caso bastará con la incorporación a un solo Colegio 

para ejercer en todo el territorio Español. 

 

Es decir, que lo que algunos órganos judiciales u oficinas de servicio 

común pretende aplicar como regla debería hacer las veces de 

“EXCEPCIÓN”, PRIMANDO LA NO NECESIDAD DE LA COLEGIACIÓN, aun en 

las profesiones de arquitectos, abogados o médicos, SALVO en los casos 

citados en párrafos anteriores, así lo determina la Ley 17/2009 OMNIBUS y 

demás leyes anteriormente citadas, las cuales han sido promulgadas PARA 

LIBERAR el sector de los servicios y NO PARA RESTRINGIRLO como en 

algunos casos se pretende, con clara violación de los artículos 1, 2, 3 de la 

Ley 15/2007 de 3 de julio de Defensa de la Competencia.  

 

OCTAVO: Estas normas impuestas implican una clara barrera restringiendo 

el ejercicio de los demás profesionales no colegiados y por tanto, la 

obligatoriedad de que los peritos deban de estar colegiados debe quedar 

de forma excepcional limitado a aquellos casos en se vea afectado de 

manera grave y/o indirecta a materias de especial interés como la salud, 

integridad física, seguridad personal o jurídica de las personas físicas y que 

como se expuso anteriormente, no se da en modo alguno el caso en la 

función del “Perito Judicial”. 

 

Debe tenerse en claro que la colegiación obligatoria se establece en 

algunas profesiones como por ej. arquitectos, ingenieros, médicos o 

abogados con “ciertas excepciones”, pero ésta no debe ser interpretada 

de forma absoluta y radical, esto ya venía siendo así y lo seguirá siendo así 

ya que no procede dicha exigencia por ejemplo cuando se practiquen en 

la Administración Pública o en régimen de dependencia laboral, como 

por ocurre con los abogados de empresa (Asesores Jurídicos), profesores 

de derecho (universidades) o de las diferentes Administraciones locales 

regionales o nacionales. O como lo son los Inspectores Médicos de las 

Unidades de Valoraciones de Incapacidades (UVI) dependientes de las 

Comunidades Autonómicas (Funcionarios de Carrera del Cuerpo 

Facultativo en la especialidad de Inspección de Prestaciones y Servicios 

Sanitarios). También como se dijo anteriormente los Arquitectos e 

Ingenieros que NO FIRMEN PROYECTOS NI DIRIJAN OBRAS, limitar dicha 

actividad de asesoramiento técnico-jurídico (pericia judicial) sería 

arbitraria, injusta y contraria a la ley. 

 

LA ACTIVIDAD DEL PERITO JUDICIAL SE LIMITA A LA ACTUACION 

PROFESIONAL DEL ASESORAMIENTO TECNICO Y/O CIENTIFICO, A TRAVÉS DE 

SU ACTUACIÓN EN LOS DIFERENTES TRIBUNALES DE JUSTICIA CON LA 
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EMISIÓN DEL “DICTAMEN PERICIAL JUDICIAL”. NADA TIENE QUE VER CON EL 

EJERCICIO HABITUAL, Y CORRIENTE DE LA PROFESIÓN EN FORMA 

INDEPENDIENTE, POR LO CUAL CARECERÍA DE SENTIDO SU EXIGENCIA DE 

COLEGIACIÓN SOLO PARA EMITIR DICHO INSTRUMENTO (dictamen pericial). 

Es evidente que se está mezclando o confundiendo los conceptos que se 

tienen respecto de las profesiones de colegiación obligatoria, (como 

arquitectos, médicos, abogados e ingenieros) en cuanto al normal 

ejercicio en la profesión independiente, en el cual su actuar sí conlleva un 

riesgo para la salud o seguridad de las personas, cuestión que no sucede 

cuando un licenciado en arquitectura, medicina, derecho o ingeniería 

sólo interviene como perito judicial para la emisión de un dictamen o 

informe en un proceso judicial, para lo cual su colegiación no es necesaria 

y por lo tanto exigible en absoluto, dado que su actuación o intervención 

profesional se limitan a un mero asesoramiento técnico y/o científico y que 

no tendrá que  firmar ningún tipo de proyecto,  llevar direcciones de obras 

ni mucho menos habrá relación médico-paciente con cualquier tipo de 

tratamientos, medicación o intervención quirúrgica (medico), limitándose 

solamente a realizar una "función epistemológica" de la prueba. Se trata 

por lo tanto de un "rol epistemológico" realizado con la mayor 

imparcialidad y objetividad posible (art. 335.2 LEC), por lo tanto se 

configura como un medio de prueba indirecto y de carácter científico o 

técnico a través del cual se pretende lograr que el juez, que desconoce 

cierto campo del saber humano, pueda valorar y apreciar técnicamente 

unos hechos que ya han sido aportados al proceso por otros medios 

probatorios y así tenga conocimiento de su significación científica, artística 

o técnica para comprobar algún hecho controvertido del cual no es 

vinculante ni en absoluto concluyente, solo el juez apreciara según las 

reglas de la sana crítica, sin estar obligado a sujetarse a un dictamen 

pericial determinado.   

Las responsabilidades derivadas de una posible mal actuación profesional 

en el cargo conferido como Perito Judicial están plenamente 

garantizados y reguladas en los artículos 458, 459 del Código Penal y en el 

art. 335.2 LEC ya que su actuación la realiza Sic<“…bajo juramento o 

promesa de decir verdad, que ha actuado y, en su caso, actuará con la 

mayor objetividad posible, tomando en consideración tanto lo que pueda 

favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio a cualquiera 

de las partes”.  

 

Por lo tanto hay que “saber discernir” en cuanto a la obligatoriedad de la 

colegiación cuanto dice en su art. 26 (A)LSCP: Asimismo solo podrá 

exigirse colegiación obligatoria en aquellos casos y supuestos de ejercicio 

en que se fundamente como instrumento eficiente de control del ejercicio 

profesional para la mejor defensa de los destinatarios de los servicios y en 

aquellas actividades en que puedan verse afectadas de manera grave y 

directa, materias de especial interés general, como pueden ser la 
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protección de la salud y de la integridad física o de la seguridad personal 

o jurídica de las personas, todo ello para evitar la proliferación de barreras 

de entrada poco justificadas o determinadas sólo por los intereses 

particulares de algún colectivo en perjuicio de otros (por la propia 

definición literal esto último, no es el caso de los Peritos Judiciales).- 

 

En un posible mal desempeño del cargo conferido como Perito Judicial, 

sería el propio Juzgado el encargado en instruir las correspondientes 

diligencias y/o sanción/es a aplicarse y no el Colegio Oficial al que pueda 

corresponder el profesional.- 

 

Un ejemplo claro y cercano lo tenemos en un  Abogado o Procurador  de 

los Tribunales que se encuentre en la bolsa de trabajo y es contratado 

(temporalmente) para actuar como Juez o Fiscal sustituto o suplente, éste 

debe de darse de baja del colegio al que pertenezca para poder ejercer 

tal cargo y por ende “NO DEBE ESTAR COLEGIADO”. (Cito el siguiente ej. de 

dominio público para que pueda comprenderse mejor: “Jueza sustituta 

Juzgado número 1 de Corcubión, Dña. María Jesús Souto Vázquez <Caso 

Prestige> denunciada por haber ejercido de forma simultánea el cargo 

con la profesión de abogada. "una juez que está ejerciendo como 

abogada, una profesión incompatible con el cargo de juez” según el 

artículo 389.6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial". De ser cierto, 

constituiría una ilegalidad y abriría la puerta a pedir la nulidad de todas las 

actuaciones o resoluciones adoptadas durante las sucesivas sustituciones 

que realizó al frente de este pequeño juzgado de la Costa da Morte”.. 

CASO PRESTIGE). 

 

Otro ejemplo  podría ser el de un  Licenciado en Arquitectura o Ingeniería 

que ingresara como funcionario (Admón. Justicia) en la categoría o 

especialidad de Perito Judicial el cual “NO DEBE ESTAR COLEGIADO”, 

como tampoco lo está el Juez/Magistrado, Fiscal o Secretario Judicial, a 

los cuales solo se le exige la titulación de grado en derecho y las 

consiguientes capacitaciones. 

 

OCTAVO: Las distintas Leyes procesales vigentes establecen los medios 

probatorios de que pueden valerse y/o utilizarse, tanto las partes como de 

oficio por el Juez/Magistrado o Fiscal (ya sea de oficio o justicia rogada), 

especialmente ante la complejidad técnica y/o científica en la que es 

necesario la intervención de profesionales de distinta índole. Es entonces 

una necesidad que un experto científico técnico y/o practico colabore 

como “Auxiliar” en la tarea de investigación y comprobación de ciertos 

hechos o sucesos acaecidos, permitiendo al Juez/Magistrado incorporar al 

expediente elementos científicos, técnicos y ciencias del saber en el 

conocimiento y esclarecimiento de la/s contradicción/es de hechos, 

actos, documentos, etc. para tener mayor elementos de juicio. Por lo 

tanto la  función del Perito Judicial como auxiliar (“ad hoc”) se enmarca 

en el proceso judicial como método dispuesto por el Estado en la 

investigación o comprobación de un/os hecho/s, siempre bajo el estricto 

control del Juez/Magistrado (tutela judicial efectiva).-
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La designación la efectúa el Juez/Magistrado dentro de sus facultades 

otorgadas por el Estado, (de ahí la legalidad del nombramiento público 

que se realiza) que le permite investigar mejor los hechos acaecidos y 

hacerlo  precisamente desde esas dos aristas: persona ajena a la causa y 

con conocimiento específico en una determinada materia o rama del 

saber. En cuanto a su función, es la aptitud de conocimiento (idoneidad) 

que le permite actuar con las limitaciones impuestas en su designación en 

un proceso judicial y dentro de las condiciones impuestas en el caso 

concreto (conforme a un criterio de organización del acto jurisdiccional 

por el Estado en su Derechos Constitucionales y demás leyes; Códigos, 

Decretos, etc.). 

 

Podemos sintetizar nuestra postura de la siguiente manera: se trata de un 

profesional independiente llamado a (auxiliar a la justicia) realizar una 

función judicial (pública), temporal y acotada a un acto jurisdiccional 

concreto (un procedimiento específico por orden y mandato de 

autoridad competente), con el control del Juez/Magistrado y la 

supervisión de contenido y forma de las partes, Ministerio Fiscal y el propio 

Juzgado. Por lo que podemos concluir que es una subespecie de la 

categoría de funcionario público (“transitorio”) o cuanto menos un 

profesional en función pública ya que esta nombrado, como se ha 

expuesto anteriormente, “por una autoridad competente como lo es el 

Juez/Magistrado o Secretario Judicial” (otro ej.: nombramiento cargo 

público de un ciudadano para actuar como Tribunal Jurado). 

 

Como se ha expuesto anteriormente, el “Perito Judicial” es requerido por 

el Juez/Magistrado mediante oficio para mejor proveer o bien a solicitud 

de algunas de las partes implicadas en un proceso judicial dado, o por el 

fiscal para  reconstruir algún hecho o fenómeno acontecido y que  luego 

trasladan y/o recrearan mediante el correspondiente informe o dictamen 

pericial (art. 335 LEC) el cual  no conlleva visado colegial alguno ni entraña 

ningún riesgo para la seguridad o salud de las personas, por lo tanto como 

se dijo anteriormente se trata de una “función epistemológica" de la 

prueba, y de un "rol epistemológico" y no del normal desempeño de un 

profesional que ejerce su profesión en su normal ámbito de actuación. 

Este requisito de solicitar el número de colegiado de ciertos peritos no 

tiene otra lectura que la recurrente discriminación de los profesionales 

colegiados frente a los no colegiados, de pertenencia a asociaciones 

profesionales para actuar como peritos (art. 340LEC) de designación 

judicial. 

 

Las actuales LEC y LECr  en ninguna parte de sus articulados exige la 

necesidad de estar colegiado para poder ejercer como PERITO JUDICIAL, 

su idoneidad o cualidad es reconocida por su titulación oficial, 

conocimientos y demás facultades y no por el peso específico de su 

colegiación. Lo establecido en el art. 340LEC y en el art. 457 y 458 LECr es 

conciso y claro,  otra casa es que no se sepa comprender, se quiera o 

pueda discernir  lo que la ley establece de forma clara y concisa.
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NOVENO: Por todo lo expuesto es incomprensible la continua disparidad 

(por no decir ¡disparate!), desigualdad que deviene de una forma 

caprichosa en la insistencia sin razón de seguir aplicando una normativa 

que ya ha caído en desuso, ya no por nuestra interpretación subjetiva ni 

pretensiones e intereses, sino por  imperativo de las leyes vigentes, las 

cuales han sido promulgadas y sancionadas justamente para LIBERALIZAR 

EL SECTOR SERVICIOS  y NO PARA RESTRINGIR, LIMITAR e IMPONER 

BARRERAS las cuales  no hacían más que favorecer de una manera 

INJUSTA a los profesionales pertenecientes a colegios oficiales 

(CORPORATIVISMO)  y  discriminando sobre todo a las demás profesionales 

no colegiados y de pertenencia a Asociaciones. Es el  propio  Tribunal 

Constitucional,  en su sentencia  Nº 224/1991, de 16 de diciembre, 

determina que: 

 

A diferencia de una interpretación subjetiva que da lugar a una mera 

sugerencia o pretensión, las leyes han sido promulgadas y posteriormente 

sancionadas para que las mismas se apliquen y no para que queden en 

un mero papel o se guarden en un “saco roto”. Su aplicabilidad es 

obligatoria y cuando así no lo fuere tenemos el derecho como cualquier 

otro ciudadano ya no a pretender sino más aun a exigir su estricto 

cumplimiento. 

 

DECIMO: Como puede apreciarse de todo lo expuesto precedentemente, 

pretender imponer y/o querer mantener un sistema de designación judicial 

de peritos basado exclusivamente en la desigualdad, o cuanto menos con 

preferencia en las listas de los Profesionales Colegiados salteándose la 

normativa legal vigente y criterios de toda equidad, carece de toda  

justificación para la protección de intereses generales o fines públicos, 

máxime cuando no existe ninguna dificultad o contrariedad en que estén 

unos y otros (colegiados y no colegiados) refundidos en un solo listado por 

especialidad (ej.: arquitectura, ingeniería, medicina, etc.) o el uso 

alternativo de unas listas y otras (asociaciones y colegios) ya que se 

encuentran en el mismo plano de igualdad, cuando los mismos reúnan los 

requisitos establecidos por ley (misma Titulación y/o conocimientos). 

Desconocemos a que intereses obedecen estas PRACTICAS INJUSTAS  Y 

CARENTES DE TODA EQUIDAD, irónicamente perpetradas por algunos 

órganos judiciales, oficinas de servicios comunes, administración pública, 

etc.,  por quienes deberían hacer todo lo contrario de lo que están 

haciendo, como “CUMPLIR Y HACER CUMPLIR TODA NORMATIVA LEGAL 

VIGENTE”, “NO ESTABLECER FAVORITISMOS o EXCLUSIVIDADES” 

(contraviniendo el art. 14 C.E.). 

 

No sólo se vulneran derechos normados sino que además también lo 

hacen con preceptos legales generales….”trato de igualdad”, claramente 

en este caso en particular este precepto se aplica a la inversa, dado que 

se pretende seguir favoreciendo a los colegios profesionales (grandes 

corporaciones) frente a las Asociaciones. 

Es indignante y frustrante padecer de forma continuada que algunas 

administraciones públicas (órganos judiciales) omitan aplicar, cumplir y



    

13 

 

ASOCIACIÓN INDEPENDIENTE 
PERITOS JUDICIALES 

 

C/Diamante Nº 7  - 29631 Benalmádena, Málaga. Tlf.: 952 564 156 – Fax: 952 576 999 Email: peritos@judiciales.es 

 

 hacer cumplir  la ley,  o cuanto menos, su errónea aplicación e 

interpretación. Basamos nuestras pretensiones en LA LEY no en 

ambigüedades o interpretaciones subjetivas, lo que conlleva a tener el 

derecho de EXIGIR el cumplimiento de la misma.  

PEDIMOS QUE CESE INMEDIATAMENTE EL TRATO PREFERENTE O DE 

EXCLUSIVIDAD QUE SE LES ESTA DANDO A LOS PROFESIONALES COLEGIADOS 

(COLEGIOS OFICIALES). 

DECIMO-PRIMERO: Continuar con este tipo de actitudes y practicas por 

parte de entidades públicas (órganos judiciales) que pudieran estar 

incurriendo en algún supuesto de prevaricación, o cuanto menos una 

violación del art. 1 LDC” favoreciendo a los colegios para que continúen 

con la pretensión de anular o restringir la libre competencia en los servicios 

de la actividad pericial, generando nuevamente, o mejor dicho nunca ha 

cesado en su totalidad, el beneficio a tales corporaciones a fin de seguir 

monopolizando el mercado, con la exclusión de los demás profesionales. 

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 

Artículo 1 Conductas colusorias  

Se prohíbe todo acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica 

concertada o conscientemente paralela, que tenga por objeto, produzca 

o pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia 

en todo o parte del mercado nacional y, en particular, los que consistan 

en:  

a) La fijación, de forma directa o indirecta, de precios o de otras 

condiciones comerciales o de servicio.  

b) La limitación o el control de la producción, la distribución, el desarrollo 

técnico o las inversiones.  

c) El reparto del mercado o de las fuentes de aprovisionamiento.  

d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicio, de 

condiciones desiguales para prestaciones equivalentes que coloquen a 

unos competidores en situación desventajosa frente a otros.  

La transposición de la Directiva de Servicios de la Comisión Nacional de la 

Competencia (CNC) ha llevado a la revisión de las normas vigentes, de 

forma que se evite el mantenimiento de restricciones a la competencia en 

los mercados que no estén fundadas en razones imperiosas de interés 

general debidamente justificadas, y cuando ello sea necesario, deberá 

atenderse a criterios de proporcionalidad y de no discriminación, para no 

restringir la competencia más allá de lo estrictamente imprescindible para 

el cumplimiento del objetivo perseguido.- 

  

En este ámbito, el mecanismo diseñado para este tipo de listados (Peritos 

Judiciales), genera el riesgo de crear una conexión entre colegiación y 

posibilidad de ser designado perito. Para evitar este riesgo para la 

competencia, las listas de profesionales dispuestos a ejercer como peritos
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ante los tribunales deberían comprender a todos aquellos profesionales 

que estén técnicamente y jurídicamente capacitados para llevar a cabo 

la actividad concreta de pericia, de forma que la posible oferta no se vea  

restringida mediante la creación de reservas de actividad que sean 

innecesarias, desproporcionadas o discriminatorias.-  

 

Con el fin de evitar el mantenimiento de reservas de actividad 

discriminatorias, se considera que la designación de profesionales para el 

peritaje judicial debería realizarse para cada actividad concreta de 

pericia, a partir de una lista de profesionales dispuestos a ejercer como 

peritos; lista que ha de comprender no sólo a los miembros de una 

profesión colegiada, sino a todos aquéllos que sean técnicamente 

competentes (Asociaciones Profesionales) para llevar a cabo la actividad 

concreta de pericia de que se trate en cada caso.-  

 

El anteproyecto de ley de servicios y colegios profesionales (LSCP), 

pendiente de ser efectivo contempla en su artículo 4. Libertad de acceso 

y ejercicio.  

1. El acceso y ejercicio de las actividades profesionales y profesiones será 

libre, sin más restricciones ni condiciones que las establecidas de acuerdo 

con lo previsto en esta ley.  

2. Salvo en los casos en que una Ley establezca una restricción de acceso 

de acuerdo con lo previsto en los artículos 7 y 8, se entenderá que los 

profesionales podrán realizar todas aquellas funciones o actividades 

correspondientes a su titulación o competencia específica, adquirida 

mediante formación o experiencia, asumiendo, en todo caso, la 

responsabilidad derivada de su actuación profesional. 

DECIMO-SEGUNDO: Ya no se trata del reivindicar  la igualdad de Derechos 

que hemos obtenido las Asociaciones Profesionales respecto a los 

Colegios Oficiales a lo largo de años de luchas, sino que ahora así lo 

determina la ley, la cual se está IGNORANDO en su totalidad por 

entidades que supuestamente deberían cumplir y velar por “su estricto 

cumplimiento” esa sería la escancia de la misma y no con el proceder 

actual,  sosteniendo una posición arbitraria, injusta, injustificada e irregular 

que de forma inentendible se insiste en continuar. 

DECIMO-TERCERO: Esta  Asociación (AIPJ) fue creada con la finalidad de 

mejorar los servicios que el Perito Judicial  debe prestar como Auxiliar de la 

Justicia, garantizando su actuación profesional a través de una 

especialización en el campo Forense y con un “código Deontológico 

especifico” acorde a la función que ejerce en el ámbito de los tribunales 

de justicia,  avalando no solo su actuación profesional sino también su 

objetividad e imparcialidad a la cual debe estar sujeto el Perito designado 

judicialmente, para ello nos capacitamos en diversos ámbitos 

continuamente, de esa forma actualizamos nuestro conocimientos, 

proceder y actuar conforme a la ley. Estar “al día” con las diversas leyes o 

jurisprudencia es parte de nuestra tarea, ya no por ser una obligación, sino 

por velar por nuestro propio interés, no hacerlo generaría un perjuicio 

directamente a nuestro propio colectivo con posibles repercusiones al
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 propio juzgado por la emisión de un mal dictamen o desempeño de su 

función  tendente a coadyuvar en la “tutela judicial efectiva”.  

Aquí está la diferencia, el no estar actualizados o debidamente 

capacitados por parte de los diferentes organismos estatales,  en cuanto a 

la normativa legal vigente, ya que es vinculante para realizar 

diligentemente sus funciones, es su obligación. No hacerlo implica no solo 

una inoperancia en su labor sino, más aún, los sitúa como los principales 

responsables de causar un perjuicio irreparable a terceros de buena fe, en 

este caso a las Asociaciones profesionales quienes nos vemos afectados 

y/o perjudicadas no solo por la no aplicación de la normativa vigente, sino 

también  por una interpretación errónea o falta de discernimiento de la 

misma. 

Teniendo en cuenta que no es nuestra obligación “sine qua non” ni mucho 

menos la responsabilidad de estar informando a los diversos organismos 

del estado (órganos judiciales) de las actuales leyes vigentes, dado que 

ésta debería ser su función, el deber de estar actualizada y debidamente 

informada de las diversas normativas, al vernos afectados directamente 

en nuestro propios intereses profesionales y económicos, para no seguir 

siendo blanco de tales resoluciones y actitudes arbitrarias, injustas, 

discriminatorias y carente de toda equidad, optamos por denunciar y/o 

divulgar mediante escritos como este el incumplimiento de la normativa 

actual, facilitándoles una vez más su labor. Y por criterio residual son las 

mismas normativas las que no se están aplicando, o en su defecto hacen 

una interpretación parcial o errónea de la misma. 

Es obligación y deber de las diferentes oficinas de la administración 

pública (TSJ, Decanatos, oficinas de servicios comunes, órganos judiciales, 

etc.) como así el de todos los funcionarios encargados en componer y 

administrar las distintas listas de Peritos Judiciales,  estar debidamente 

actualizados con las diferentes normativas legales vigentes y de su puesta 

en práctica. Pero es mi obligación moral como presidente de la AIPJ, a la 

cual tengo el honor de representar en defensa de los intereses de sus 

componentes, así como de  velar y exigir  que las mismas se apliquen y si 

hace falta, como en este caso, plasmar las veces que sean necesarias los 

bien merecidos derechos que las Asociaciones profesionales hemos 

obtenido a lo largo de nuestra larga lucha con el objetivo de evitar, como 

se dijo, que continúen con futuras  resoluciones injustas, arbitrarias,  

contrarias a derecho carentes de toda equidad. Las cuales devienen de 

Jurisprudencia, son los que harán las veces de  fundamentos a lo que 

venimos a pedir de acuerdo a los siguientes, 

FUNDAMENTOS 

 

Desde la AIPJ no podemos dejar pasar por alto el mencionar que las 

recientes leyes y normativas vigentes como la Ley 25/2009 de 22 de 

diciembre, con la que se adaptan diversas leyes estatales a la Directiva 

2006/123/CE, que han llevado a desarrollar el Anteproyecto  de Ley de 
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Colegios y Servicios Profesionales pendiente de aprobación, 

encauzadas a la ELIMINACIÓN DE BARRERAS QUE LIMITAN LA 

COMPETENCIA y fragmentaciones del mercado que no son adecuadas 

y en caso de incumplimiento por los profesionales de las obligaciones 

recogidas en esta ley, y cuando los destinatarios de sus servicios sean 

consumidores y usuarios, se aplicará el régimen de infracciones y 

sanciones previsto en el Título IV del Libro I de la Ley General para la 

Defensa de los Consumidores y Usuarios (Real Decreto Legislativo 1/2007, 

de 16 de noviembre). 

 

El art. 340 LEC (art 457 y 458 LECr), regula claramente la condición que 

debe reunir el “Perito Judicial” (titulación profesional) y es solamente el 

de “estar en posesión de título oficial”, ni en este caso ni en ningún 

articulado de las leyes procesales vigentes se exige estar colegiado 

para actuar como perito judicial y así lo viene reconociendo nuestros 

tribunales de justicia, CGPJ (abundante jurisprudencia, instrucciones, 

etc.) tal como: 

<< (S.T.S., Sala Primera, de 4 de junio de 1998; C.D., 98C873)>>. 

 “Lo verdaderamente relevante es, que la cualidad, la idoneidad o la 

apreciación de la persona para intervenir, por su cualidad de Perito, 

emana directamente de la disciplina que se contempla en la LEC, que 

destaca como elemento de idoneidad para poder evacuar su "facere" 

profesional,  es pues, en definitiva, esta disciplina la básicamente 

determinante de la decisión de considerar persona idónea a la 

interviniente por parte del Juzgado, y se repite, sin desdoro o devalúo 

de la pujanza o procedencia de la reglamentación corporativa de los 

Colegios profesionales,”.  

(S.A.P. de Madrid, Secc. 13.a, de 30 de enero de 1995; C.D., 5CP187).” 

<Sic... “solo exigen la titulación oficial precisa que acreditan sus 

especiales conocimientos científicos, artísticos o prácticos, según la 

rama del saber a qué se circunscrita su pericia, mas no el requisito 

administrativo añadido de su colegiación, que si bien puede ser exigible 

para el desempeño de su profesión en otras actividades, privadas o 

administrativas, en modo alguno es requerida para su intervención en 

un procedimiento Judicial como Perito, donde no se precisa el "visado" 

del Colegio...” 

Reiteramos una vez más tener en cuenta la Ley 17/2009, de 23 de 

noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 

ejercicio (Ley ómnibus). Publicado en el BOE Nº 308, de fecha 23 de 

diciembre de 2009, entre algunos de sus articulados contempla que las 

Administraciones Públicas deberán eliminar los procedimientos y 

trámites que no sean necesarios o sustituirlos por alternativas que



    

17 

 

ASOCIACIÓN INDEPENDIENTE 
PERITOS JUDICIALES 

 

C/Diamante Nº 7  - 29631 Benalmádena, Málaga. Tlf.: 952 564 156 – Fax: 952 576 999 Email: peritos@judiciales.es 

 

 resulten menos gravosas para los prestadores de servicios (En este caso 

“las listas de los Peritos” que el CGPJ ya rectifico con un acuerdo que más 

adelante se cita). 

Artículo 9. Principios aplicables a los requisitos exigidos. 

1. Las Administraciones Públicas no podrán exigir requisitos, controles 

previos o garantías equivalentes o comparables, por su finalidad a 

aquellos a los que ya esté sometido el prestador en España o en otro 

Estado miembro. 

 

2. Todos los requisitos que supediten el acceso a una actividad de servicios 

o su ejercicio deberán ajustarse a los siguientes criterios: 

a) No ser discriminatorios. 

3. El acceso a una actividad de servicio o su ejercicio se regirá por el 

principio de igualdad de trato y no discriminación. 

(Ej. Un profesional de la misma TITULACIÓN que figure en una lista de un 

Colegio y otro de una Asociación) 

Capítulo I (art. 2.uno) 

«Artículo 39 bis. Principios de intervención de las Administraciones Públicas 

para el desarrollo de una actividad. 

1. Las Administraciones Públicas que en el ejercicio de sus respectivas 

competencias establezcan medidas que limiten el ejercicio de derechos 

individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el 

desarrollo de una actividad, deberán elegir la medida menos restrictiva, 

motivar su necesidad para la protección del interés público así como 

justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin que en 

ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias. 

 

2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los 

requisitos aplicables según la legislación correspondiente, para lo cual 

podrán comprobar, verificar, investigar e inspeccionar los hechos, actos, 

elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que se 

produzcan.»  

 

No hacer caso omiso a Ley 17/2009 OMNIBUS- BOE nº 308 de 23 de 

diciembre de 2008) donde por fin se le quita el PODER CORPORATIVISTA 

que tenían los COLEGIOS PROFESIONALES respecto al libre acceso de las 

actividades profesionales y servicios, que el propio CGPJ mediante la 

instrucción 5/2001 de 19 de diciembre de 2001 para la designación de 

Peritos Judiciales, le otorgó preferencia a los colegios DISCRIMINANDO a 

las asociaciones profesionales y otras entidades culturales a pesar de que 

sus componentes estaban en igualdad de condiciones, es decir que 

poseían la misma titulación y eran discriminados por no estar colegiados, 

pese a cumplir con la idoneidad del perito judicial, según lo estipulado el 

Art. 340 LEC y el art. 457 LECr.-   
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De acuerdo a la citada Ley (ómnibus) el CGPJ se vio en la necesidad 

de modificar la citada instrucción 5/2001, mediante el  Acuerdo de 28 

de octubre de 2010 del Pleno del Consejo General del Poder Judicial,  

respecto a la remisión anual a los órganos jurisdiccionales de las listas 

profesionales para su designación Judicial como Peritos y del Protocolo 

de actuación del servicio común procesal para la asignación de peritos 

judiciales, de 9 de febrero de 2005 (Publicado en el BOE Nº 279, 18 de 

noviembre 2010), en donde se acuerda que: 

 

“Sic…Los Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia y los Jueces 

Decanos procurarán solicitar los listados de peritos de todas las 

asociaciones profesionales, corporaciones y colegios no oficiales que 

existan en la demarcación”.- 

 

Y vuelve a indicarlo en el punto nº 9 “Para los casos en que la 

colegiación no constituya requisito imprescindible para el ejercicio 

profesional o exista distintas titulaciones y/o profesiones susceptibles de 

realizar de forma adecuada la práctica pericial solicitada, los 

Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia y los Jueces Decanos 

procurarán solicitar los listados de peritos de todas las asociaciones 

profesionales, corporaciones, y colegios no oficiales que existan en la 

demarcación.».- 

El propio  Tribunal Constitucional,  en su sentencia  nº 224/1991, de 16 de 

diciembre, determina:  

"Aunque  el art. 22  C.E. no  se refiere  expresamente   a la dimensión  o 

manifestación negativa  de la libertad  de asociación,  la jurisprudencia   

constitucional  no ha dudado  en proclamar  que la  no obligatoriedad   

de asociarse  es correlativa  al derecho  mismo  de asociación, puesto 

que en realidad el derecho de asociación,  configurado  como una de 

las   libertades   públicas   capitales   de   la  persona,   al  asentarse   

justamente    como presupuesto  en la libertad,  viene a garantizar  un 

ámbito de autonomía  personal,  y por tanto también  el ejercicio con 

pleno poder  de autodeterminación  de las facultades  que componen   

esa  específica   manifestación   de  la  libertad,  de  modo  que  esa 

libertad quedaría incompleta si solo se entendiera en su aspecto 

positivo. 

 

La libertad  de no asociarse  es así una garantía (INDEPENDENCIA)  

adicional  frente al peligro  del dominio por  el  Estado  de  las  fuerzas  

sociales  a  través  de  la  creación  de  corporaciones  (COLEGIOS) o 

asociaciones  coactivas  que  dispusieran  del  monopolio de  una 

determinada   actividad social.  Pero a su vez no se puede  negar  al 

Estado  social y democrático  de Derecho una intervención  en sectores 

de la vida social, también a través de la creación de entes con   

estructura    asociativa    cuando    ello   sea   necesario   para  la   

consecución    de determinados  fines públicos,  de relevancia  

constitucional  que justifiquen   esa limitación de la  libre  decisión  de  

los  privados.  Del  principio  de pluralismo  que  inspira  nuestro sistema  

constitucional,  y que supone  la más  completa  movilidad,  

autodeterminación  y competición  de los sujetos sociales, deriva la
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existencia de importantes  límites constitucionales    a  las   formas   de   

asociacionismo    obligatorio,   que   han   de   ser consideradas   como   

excepciones,   y  sólo  posibles   "siempre   que  se justifique    su 

procedencia  en  cada caso  por  razones  acreditativas   de que 

constituye  una  medida necesaria para  la consecución  de los fines 

públicos,  y con los límites necesarios  para que  ello no  suponga  una  

asunción  (ni  incidencia  contraria  a la  Constitución)  de  los derechos 

fundamentales  de los ciudadanos". 

 

En virtud de lo expuesto, 

 

SUPLICO AL MINISTERIO DE JUSTICIA: Que teniendo por habida las 

manifestaciones presentadas en este escrito, se sirva admitirlo y acuerde 

tener a quien suscribe por parte en nombre y representación de la 

Asociación Independientes de Peritos Judiciales -AIPJ-, entendiéndose 

conmigo las sucesivas diligencias; por formulada la presente denuncia, 

queja e iniciativa con sugerencia y en su día, previa la tramitación legal 

correspondiente, se acuerde tomar las oportunas decisiones o medidas a 

fin de que los distintos órganos judiciales y servicios común de designación 

de peritos (muy especialmente el de Murcia) que no se solicite la 

colegiación obligatoria ni se establezcan más preferencias en favor de los 

profesionales colegiados (Colegios Oficiales) para la inclusión en las listas 

de peritos dispuestos para actuar como Perito Judicial, estando los 

profesionales colegiados en el mismo plano de igualdad que los 

profesionales no colegiados pertenecientes a las Asociaciones y entidades 

análogas. 

                                                                   

OTROSI DIGO PRIMERO: Que solicitamos que se tomen las medidas 

oportunas y necesarias para la creación y puesta en funcionamiento  de 

un Registro Nacional o Autonómico que regule el acceso a las listas de 

profesionales para su designación, con el fin de GARANTIZAR LA 

IGUALDAD, ACTUACIÓN Y RESPONSABILIDAD DEL PERITO  JUDICIAL ANTE LOS 

TRIBUNALES DE JUSTICIA. 

 

Por ser justicia que atenta y respetuosamente solicito en Madrid a, 29 de 

junio de 2015. 

 

                                                              El Presidente AIPJ 

 

 

 

 

                                             

                                                            Ernesto Alcojor Valverde 
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SUBDIRECCIÓN GENERAL DE
INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA
E INSPECCIÓN GENERAL DE
SERVICIOS

SUBSECRETARIA

O      F      I      C      I      O

S/REF:

N/REF:

FECHA:

ASUNTO:

30/07/2015

ERNESTO ALCOJOR VALVERDE
C/ Diamante, 7
29631 Málaga
Málaga

En contestación a su queja con entrada en esta Unidad el día 8 de julio, en nombre y
representación de la Asociación Independiente de Peritos Judiciales, y recibido informe de la
Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, le comunico lo siguiente:

El escrito de queja presentado puede ordenarse en dos peticiones fundamentales:

1) Necesidad y apoyo a la creación de un Registro de Peritos.

2) Necesidad de que el Ministerio de Justicia instrumentalice los medios necesarios para que
en la elección judicial de peritos no haya discriminaciones entre los pertenecientes a Colegios
profesionales y los pertenecientes a otras Asociaciones.

1) En cuanto a la primera cuestión planteada, se ha de señalar que por parte de este Ministerio
se ha trabajado y elaborado un borrador de Ley para la creación de un Registro de Peritos,
Traductores e Intérpretes.

Efectivamente, este borrador de ley tiene por objeto la regulación de la actuación de los peritos,
traductores e intérpretes que actúen en el ámbito de la Administración de Justicia, por
designación de las partes procesales o por el Juez o Secretario judicial, y la creación de un
Registro Oficial de estos profesionales cuando actúen por designación judicial. Asimismo, se
establecen las condiciones de acceso, ejercicio y baja en el Registro Oficial y todo ello con el
fin de salvaguardar la equidad del proceso judicial y garantizar la máxima calidad de los
servicios ofrecidos por estos profesionales.

Las razones de su redacción, estriban en que:

El Estado tiene el deber de salvaguardar que, en todo el territorio, los principios
constitucionales de tutela judicial efectiva, eficacia de los servicios públicos y de seguridad
jurídica queden suficientemente protegidos, y para ello debe tutelar que los profesionales que
colaboren en la prestación de este servicio público cumplan con ciertos requisitos de titulación,
formación y de experiencia, máxime si se tiene en cuenta que la intervención en el
procedimiento judicial de peritos, traductores e intérpretes no es accesoria, si no que estos
profesionales se convierten en elementos clave del correcto ejercicio de la función jurisdiccional
por parte de Jueces y Magistrados.

Con ello se pretende conjugar, al mismo tiempo, el principio de libertad de acceso y de ejercicio
de toda actividad profesional, con la responsabilidad constitucional del Estado de garantizar un
servicio público de calidad y de respeto a los principios constitucionales anteriormente
mencionados.

Asimismo, la necesidad de establecer un control de acceso y comprobación de los requisitos
de los profesionales que colaboran con la Administración de Justicia en calidad de peritos,
traductores e intérpretes judiciales, también ha sido una demanda
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constante, tanto por parte de los propios profesionales que trabajan y colaboran en el ámbito
de la Administración de Justicia, como por las propias asociaciones profesionales, quienes
venían reclamando la creación de un registro de profesionales debidamente acreditados como
garantía de transparencia y objetividad para los ciudadanos.

Nos gustaría finalizar esta cuestión del Registro, dejando constancia del contenido del borrador
de Ley:

- Sujetos inscribibles: Podrán inscribirse personas físicas y jurídicas.
- Actos inscribibles: Las resoluciones del Director General autorizando la inscripción; las
resoluciones del Director General de modificación de actos ya inscritos y las resoluciones
sancionatorias de baja en el Registro.
- Estructura del Registro: Constará de dos Libros, uno para peritos y otro para traductores e
intérpretes. Este, a su vez, se divide en dos Secciones, una para intérpretes y otra para
traductores y estas secciones, a su vez, se subdividen en las Subsecciones que se establezcan
reglamentariamente en función del idioma.
- Requisitos de Acceso al Registro:
Sin perjuicio de las excepciones previstas en la propia Ley, la inscripción en el Registro se
configurará como obligatoria para poder desempeñar funciones propias en el ámbito de la
Administración de Justicia. Según la materia objeto de pericia se exigirán, unos u otros criterios
de formación y experiencia.
Además, se exigirá para poder  acceder al Registro, el acreditar ciertos conocimientos jurídicos
y carecer de antecedentes penales.
- También se recoge, en el texto de la Ley, un completo cuadro deontológico de deberes de los
traductores e intérpretes, que ha sido una de las preocupaciones transmitidas por las
Asociaciones.
- Uno de los puntos más relevantes de este proyecto de  Ley  es el establecimiento de un
riguroso cuadro de infracciones y sanciones.

Los sujetos responsables de las infracciones serán tantos las personas físicas como las
jurídicas.
Estas sanciones se clasifican en infracciones muy graves, graves y leves. Y pueden conllevar
incluso a la baja temporal o definitiva en el Registro, para los casos más graves.

2) Por lo que respecta a la segunda cuestión planteada en la queja, se ha de señalar que el
Ministerio de Justica, no pude intervenir en las decisiones de nuestros Jueces y Magistrado,
por lo que no les puede dirigir instrucciones en el sentido señalado en su escrito.

Lamento las molestias ocasionadas y agradezco su escrito porque nos permite detectar
deficiencias y mejorar el servicio que prestamos a los ciudadanos.

LA JEFA DE SERVICIO

Soledad Luna Romero

C/ BOLSA, 8

28071 MADRID

TEL: 902 007 214 / 91 837 22 95

www.mjusticia.gob.es
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ASOCIACIÓN INDEPENDIENTE  
PERITOS JUDICIALES 

REGLAMENTO DE PERITOS 
Redacción correspondiente a la actualización de la versión original 

del BORRADOR DE PROPOSICIÓN REGLAMENTO PARA LA 

ACTUACIÓN DE LOS PERITOS JUDICIALES 

(Presentado por la AIPJ el 11/09/2009 en el Ministerio de Justicia y 

Consejo General del Poder Judicial1) 

INTRODUCCIÓN 

La reforma que ha emprendido el Ministerio de Justicia para ofrecer a la ciudadanía 
una justicia más ágil, eficiente y de calidad se encuentra incompleta por cuanto y tanto 
no ha incluido al colectivo de los peritos profesionales, que actúan a diario en auxilio 
de la justicia cuando son requeridos en los distintos procedimientos de justicia rogada 
para actuar como Perito Judicial de oficio. 

El número de peritos profesionales que son requeridos en auxilio de la justicia 
anualmente en España supera ampliamente en cantidad a las solicitudes de abogados 
de oficio y sin embargo el Ministerio de Justicia continúa ignorando a este colectivo 
que colabora con la justicia.    

El Ministerio de Justicia tiene desde hace tiempo esta asignatura pendiente, la de 
ordenar y Regular la actividad de los Peritos Judiciales nombrados ad hoc, a pesar de 
haberse aprobado en el Congreso de Diputados en la Comisión celebrada el 17 
de diciembre de 2013 la iniciativa del Sr. CASTILLO CALVÍN relativa al 
establecimiento de unos REQUISITOS MÍNIMOS EN LA FORMACIÓN DE 
PSICÓLOGOS FORENSES Y OTROS PERITOS JUDICIALES. PRESENTADA 
POR EL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO. (Número 
de expediente 161/002019). Haciendo especial referencia al ámbito jurídico, en 
la medida en que realicen su actividad ante la Administración de Justicia (se 
adjunta copia como doc. nº 2).  

Esta AIPJ el 08/07/2015 mediante Denuncia/Queja  se ha puesto en contacto 
con la subsecretaría de  la Subdirección General de Información Administrativa 
e Inspección General de Servicios  dependiente del Ministerio de Justicia, la 
cual la Jefa de Servicio (Dña. Soledad Luna Romero) ha informado en su 
escrito de fecha 30/07/15 que está pendiente de concretarse, pero lo cierto es 
que a fecha de la presente continua sin hacer sus deberes y por lo tanto en 
“aguas de borrajas” (se adjunta copia como doc. nº 3). 

Creemos que esta Regulación de la actividad del Perito Judicial de los 
Tribunales que se ejerce por los distintos peritos profesionales en los cientos de 
casos que a diario se dirimen en los diferentes órganos judiciales de España, es 
una necesidad tanto para mejorar y garantizar la calidad de los servicios que 
este colectivo profesional presta diariamente. Es un derecho que exigimos para 
que nuestra labor sea reconocida y que todo el colectivo de los peritos 
profesionales sea reconocido por los servicios que presta y sean respetados 
como un operador jurídico más que desarrolla su labor dentro de los Tribunales 

1 Se adjunta copia como doc. nº 1 
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de Justicia. 

La figura del Perito Judicial es una pieza imprescindible en la actividad diaria de 
los distintos órganos judiciales, ya que la ausencia de los mismos haría quebrar 
el funcionamiento de los juzgados (especialmente en los Juzgados de guardia-
Juicios rápidos). Hay que tener en cuenta que en un gran número de 
procedimientos   judiciales de justicia rogada requieren del asesoramiento y 
apoyo técnico del Perito Judicial para la emisión de sus correspondientes 
informes técnicos y científicos, con los cuales las partes se valen para aseverar 
o no un hecho o circunstancia dada y los Jueces se informan para dictar 
resoluciones y fundamentar mejor sus sentencias de forma objetiva, imparciales 
y justas en los diferentes procesos judiciales que lo requieran. 
 
Siendo el Perito Judicial de oficio un operador jurídico igual de importante que 

cualquier otro, como sucede con jueces, fiscales, abogados o procuradores, 

éste "no tiene su espacio propio" ya que tanto el Ministerio de Justicia y las 

distintas Administraciones nunca les han tenido en cuenta a la hora de un 

reconocimiento por el servicio auxiliar que prestan a la justicia y ciudadanía en 

general, pero no por ello poco relevante. Lo cierto es que con el actual sistema 

no se garantiza en todos los casos ni la suficiente formación especializada, ni la 

necesaria experiencia en materia jurídica, esto es una realidad que hace 

necesaria su “regulación” y que garantice su actuación y sus derechos como un 

colectivo profesional libre e independiente que “auxilia a la justicia”, como 

sucede con abogados y procuradores de los tribunales.  

 
Debe tenerse en cuenta que los “pocos” Peritos Judiciales funcionarios de 

justicia están destinados solo al ámbito penal y estos no alcanzan a cubrir ni 

siquiera el 1% de la demanda existente en la actualidad, por lo que las 

diferentes comunidades autónomas que tienen delegadas las competencias 

sacan a concurso público, lo que se asemeja más a una “subasta pública”2, el 

servicio de asistencia en materia de Peritaciones Judiciales. Estos 

profesionales que prestan sus “servicios contratados” sin importar la verdadera 

cualificación, experiencia y rigurosidad de sus dictámenes, dejando la calidad 

del servicio mucho que desear y lo que puede ser más preocupante, dejando 

una gran inseguridad jurídica tanto para el ciudadano como para el propio 

juzgador, ya que los dictámenes no tienen el rigor que deberían contener.  

El presente Reglamento tiene por finalidad en primer lugar regular el proceso de 

evaluación, selección e inscripción de acceso de los distintos profesionales y 

especialistas para actuar como “Perito Judicial” de los  Tribunales de Justicia de 

España, esto es una exigencia derivada de los artículos 7, 20, 22.1, 24, 40.2, 

103, 105.a, 120.1 y 139 de la Constitución Española: Estos profesionales son 

Auxiliares fundamentales de la de justicia, y la calidad del servicio que prestan 

redunda directamente en la “tutela judicial efectiva” que nuestra Constitución 

garantiza a la ciudadanía, mediante la prueba pericial en el proceso, de forma 

obligatoria cuando así lo exija la norma procesal y, en todo caso, como derecho 

a la defensa expresamente reconocido por la Constitución. La intervención del 

                                                           
2 Por las formas y condiciones que se establecen la adjudicación de la contratación pública que son adjudicadas a “bajas 
temerarias” la hacen más una subasta pública a mejor postor primando el de menor presupuesto. 
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Perito Judicial, conforme al concepto amplio de imparcialidad que garantice el 

bien tutelado.  

En segundo lugar, la creación de un Reglamento específico para los peritos 

profesionales dispuestos a “auxiliar a la justicia” cuando sean requeridos para 

desempeñar el cargo conferido como “Perito Judicial”, con un Registro nacional 

que garantice la cualificación, calificación e idoneidad del perito profesional de 

los tribunales. 

Lo cierto es que, con el actual sistema no se garantiza en todos los casos ni la 

suficiente formación especializada ni la necesaria experiencia. 

A los diferentes peritos profesionales que actúan como “Perito Judicial” NO LE 

ASISTE NINGUNA OBLIGACIÓN DE ESTAR COLEGIADO, SÓLO EN CIERTOS 

CASOS “CONTEMPLADOS COMO EXCEPCIONES”, ya que para desarrollar el 

desempeño del cargo conferido como perito judicial no es necesario estar 

colegiado en los casos que ello no implique un riesgo para la salud (ej. 

médicos), así como en los casos de arquitectos o ingenieros que no se 

impliquen en la firma de proyectos o dirección de obras. Por todo lo cual la 

colegiación no es obligatoria, ej.; para los Médicos que desarrollen la 

actividad propia de su profesión, al margen del ámbito clínico-sanitario donde el 

ciudadano no es el destinatario directo e inmediato y por tanto no existe una 

relación “médico-paciente”. 

 

La actividad del perito judicial se limita a la actuación profesional del 

asesoramiento técnico y/o científico, a través de su actuación en los diferentes 

órganos judiciales y tribunales de justicia con la emisión del “Dictamen Pericial 

Judicial”. Nada tiene que ver con el ejercicio habitual, y corriente de la 

profesión, por lo cual carecería de sentido su exigencia la colegiación solo para 

emitir dicho instrumento (dictamen pericial). 

Llegados a este punto se hace necesario aclarar y establecer los conceptos que 

se tienen respecto de las profesiones de colegiación obligatoria, (como; 

arquitectos, médicos, abogados e ingenieros) en cuanto al normal ejercicio en 

la profesión independiente, en el cual su actuar sí conlleva un riesgo para la 

salud o seguridad de las personas, cuestión que no sucede cuando un 

licenciado en arquitectura, medicina, derecho o ingeniería sólo interviene como 

perito judicial para la emisión de un dictamen o informe en un proceso judicial, 

para lo cual su colegiación no es necesaria y por lo tanto exigible en absoluto, 

dado que su actuación o intervención profesional se limitan a un mero 

asesoramiento técnico y/o científico y que no tendrá que  firmar ningún tipo de 

proyecto,  llevar direcciones de obras. Ni mucho menos habrá relación médico-

paciente con cualquier tipo de tratamientos, medicación o intervención 

quirúrgica (médico-paciente),limitándose solamente a realizar una "FUNCIÓN 

EPISTEMOLÓGICA" de la prueba, se trata de un "rol epistemológico3" 

realizado con la mayor imparcialidad y objetividad posible la cual no es 

vinculante ni en absoluto concluyente, del cual solo el juez apreciara según las 

                                                           
3 RAE; Epistemología: 1 Teoría de los fundamentos y métodos del conocimiento científico. 
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reglas de la sana crítica, sin estar obligado a sujetarse a un dictamen pericial 

determinado.   

Las responsabilidades derivadas de una posible mal actuación profesional en el 

cargo conferido como Perito Judicial están plenamente garantizadas y 

reguladas en los artículos 458, 459 del Código Penal y en el art. 335.2 LEC, ya 

que su actuación la realiza Sic<“…bajo juramento o promesa de decir verdad, 

que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, 

tomando en consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea 

susceptible de causar perjuicio a cualquiera de las partes”.  

Este Reglamento tiene por finalidad regular el proceso de evaluación, selección 

e inscripción de los distintos peritos profesionales y especialistas en dicho 

Registro, la organización y funcionamiento del mencionado Reglamento. 

Artículo 1. DICTAMEN PERICIAL:   

El "dictamen de peritos" se revela en la práctica de los Tribunales como el 
medio de prueba de mayor relevancia, junto con la documental en el proceso 
civil. Su frecuente utilización se justifica cuando es necesario analizar aspectos 
técnicos y/o científicos relativos al objeto del proceso que escapan a los 
conocimientos exigibles al juzgador, teniendo en cuenta la disparidad y 
complejidad de la actividad sometida a su enjuiciamiento en la sociedad de 
nuestra época y la diversidad de las pretensiones que se deducen ante los 
Tribunales. 

La LEC define el dictamen de peritos en su art. 335.1 como una actividad 
procesal mediante la que cual una persona o institución (art. 340.2), 
especialmente cualificada suministra al juez argumentos o razones para la 
formación de su convencimiento acerca de ciertos datos controvertidos, cuya 
percepción o comprensión escapa a las aptitudes comunes judiciales. 
Este medio de prueba se regula en los arts. 456 LECr y 281, 335 a 352 LEC, 

también son de aplicación los preceptos relativos a las normas comunes 

previstas en los arts. 265 y ss., sobre la aportación de la documental, la 

abstención y recusación de los peritos designados judicialmente (arts. 99, 

100.2, 105 y 124-128), comunicación con los peritos (art. 159), concurrencia del 

reconocimiento judicial y el pericial (art. 356), testigo-perito (art. 370), relativos a 

la intervención de las partes respecto de la pericial aportada o solicitada en la 

audiencia previa del juicio ordinario (arts. 426.5, 427.2-4, 429.1 y 5), 

nombramiento y actuación del perito tasador para la valoración de los bienes 

embargados (arts.- 638 y 639), nombramiento del perito para el avalúo de los 

bienes del caudal hereditario (arts. 783 y 784). 

Artículo 2. PERITO JUDICIAL:  

El Perito Judicial nombrado por el Tribunal de oficio es un auxiliar en función 
pública “ t emporal” de la Justicia (art. 24.2 CP)4. Podrán ser Peritos Judiciales, 
solo los profesionales con título habilitante, otorgados por Universidades 
públicas o privadas reconocidas por el Ministerio de Educación y como 

                                                           
4 “…se considerará funcionario público todo el que por disposición inmediata de la Ley o por elección o por 

nombramiento de autoridad competente participe en el ejercicio de funciones públicas. Siendo el Juez una 
autoridad competente para el nombramiento del Perito Judicial...” 
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establece el art. 340 LEC y 457 LECr, que estén adscritos a los respectivos 
Colegios Profesionales o Asociaciones Representativas si los hubiere, y que a 
su vez estén inscriptos en el Registro General de Peritos Judiciales de los 
Tribunales en el Ministerio de Justicia, en las especialidades habilitadas para 
tal fin.  

A partir de la aprobación de esta “Reglamentación” serán considerados Peritos 
categoría Junior aquellos profesionales que se inscriban por primera vez, 
condición que se mantendrá hasta acreditar la experiencia de 3 (tres) períodos 
anuales consecutivos completos actuando en la categoría, durante los cuales 
desplegarán sus actividades únicamente en los juzgados de primera Instancia 
o Instrucción, debiendo poseer algún curso de especialización en materia de 
derecho procesal a dictarse en Universidades, Colegios, Consejos o 
Asociaciones Profesionales, o por la institución que el Ministerio de Justicia 
considere idónea para realizarlo. Serán considerados Peritos Categoría Senior 
aquellos profesionales que acrediten haberse desempeñado durante tres 
períodos completos como Perito Junior y desarrollarán sus actividades en 
todas las áreas. En aquellas especialidades a crearse, y durante los tres 
primeros períodos anuales, se considerarán “Peritos Especialistas” a los 
inscriptos en el primer período de inscripción. Los idóneos podrán ejercer como 
Peritos únicamente en las materias no abarcadas por la educación formal en 
las condiciones descriptas en el Art. 6 in fine. Además del título habilitante, el 
Ministerio de Justicia podrá establecer adicionalmente, otros requisitos de 
capacitación e idoneidad para poder inscribirse en las listas respectivas. El uso 
de la denominación de “ Perito Judicial de los Tribunales” por parte de 
personas no autorizadas en los términos de esta Ley, se considerará ejercicio 
ilegal de la profesión con las sanciones que corresponden a tal situación. 

 
Artículo 3. REGISTRO DE PERITOS:  
 
Los Peritos se inscribirán en un Registro General del Ministerio de Justicia a 
efectos de estar censados asignadosele una identificación interna que puede 
ser alfa numerica con el cual podra tramitarse su inclusión en la oficina 
correspondiente del Servicio Común de Designación de Peritos Judiciales 
dependientes de cada TSJ-CCAA o en su defecto del Juzgado Decano de la 
demarcación judicial que corresponda u organismo que lo sustituya, para que el 
perito profesional pueda ser insaculado. Dicho registro se organizará sin 
establecer ninguna preferencia a la corporación que pertenezca el perito 
profesional, siendo ésta una única lista y se seguirá la siguiente prelación de 
orden: 1) Título profesional; 2) Especialidad; 3) Categoría; 4) Nivel profesional5; 
5) Orden alfabético. 6) DNI. Una vez firmes las listas los Peritos podrán 
solicitar, bien al Ministerio de Justicia o al Tribunal Superior de Justicia de la 
comunidad en que resida el perito, a través de la Oficina del servicio común 
encargada de las listas de peritos Profesionales, una credencial donde conste 
solamente el número que se le haya asignado, sus nombres, apellidos, que 
acredite la condición como “Auxiliar Perito Judicial de los Tribunales”, Auxiliar” 

                                                           

5 Especializaciones, trayectoria y experiencias adquiridas en derecho procesal titulaciones académicas y 

profesionales, antecedentes penales, declaración jurada de no estar en incompatibilidad del cargo público 

que contravenga su código deontológico (ej. funcionario público, procurador, abogado, etc.), no tener 

relación de dependencia directa con mutuas y compañías de seguros no haber sido condenado por falso 

testimonio, etc. 
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en la/s especialidad/es que corresponda al solicitante. Previa a la entrega de 
la credencial o carné habilitante, el Perito deberá prestar juramento de que 
todos sus datos facilitados son veraces, que conoce las sanciones legales en 
que puede incurrir en caso de incumplimiento. 
 
 
Artículo 4. INSCRIPCIÓN DE PERITOS:  
 
Para la inscripción especificada en el artículo tres, será requisito indispensable 
la presentación del/os título/s y ámbito de especialidad/es y nivel que son 
propios del título habilitante del interesado. 
 

Artículo 5.  LISTAS DE PERITOS:   

Las listas de peritos profesionales inscriptos serán publicadas en el servicio 
digital LexNET que dispone el Ministerio de Justicia en internet durante la 
primera quincena del mes de diciembre, a efectos de que se efectúen las 
impugnaciones o salven las omisiones por parte de los interesados. 
Simultáneamente deberá darse vista de las listas a los respectivos Colegios y 
Asociaciones Profesionales. Los datos de carácter personal (DNI, domicilio) de 
los peritos deberán quedar protegidos de acuerdo a la LOPD. 
 
Artículo 6.  DESIGNACIONES:  
 
Las partes en litigio podrán proponer de común acuerdo el nombre del Perito 
que intervendrá en el juicio o en la mediación, según corresponda, extraído de 
las listas de inscriptos para el año en curso de la plataforma digital LexNET que 
el Ministerio de Justicia dispone para abogados y procuradores. La no 
concurrencia de una de las partes a la audiencia convocada a tal fin, habilitará 
a la que sí concurra para proponerlo. En caso de que no lleguen a un 
acuerdo, la designación surgirá de acuerdo al procedimiento del artículo 7. 

Ante la inexistencia de una determinada especialidad o de personas inscriptas 
en ella, se seguirá el siguiente procedimiento: 

6.01. Se solicitará a otras circunscripciones la lista respectiva. 
6.02. Si no la hubiere tampoco en ellas o el Perito no aceptare el cargo 
para trabajar fuera de su circunscripción de origen, se deberá solicitar a la 
entidad que agrupe a los expertos en la materia, que informe sobre el listado 
de los especialistas que se encuentran en condiciones de elaborar el dictamen 
pericial requerido. 
6.03 La designación entonces se hará, por acuerdo o por sorteo, en las 
mismas condiciones que para el caso de existir la especialidad. 
 6.04 Para el caso en que no se cuente con Colegio, o Asociación Profesionales 
representativa de alguna especialidad que pueda ser consultada, el Letrado de 
la Administración de Justicia o el Juez de la causa podrá designar de oficio en 
tal carácter a personas idóneas con competencia reconocida en la materia. 
 

Artículo 7. PROCEDIMIENTO DE DESIGNACIÓN POR EL SERVICIO COMÚN 

GENERAL (DESIGNACIÓNES DE PERITOS): 

Cuando las partes no se hayan puesto de acuerdo en la elección del 

Perito, se procederá según los siguientes incisos: 
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7.01. El Letrado de la Administración de Justicia o el propio Juez/Magistrado 
solicitara la nominación a la Oficina del Servicio Común de Designaciones de 
Peritos Profesionales dependiente del TSJ de su CCAA, la que facilitara en 
forma inmediata y sin fijación de audiencia los datos del Perito que por turno 
corresponda, mediante el sistema informatizado según la lista existente para tal 
fin. El perito no podrá volver a ser turnado hasta tanto todos los inscriptos 
resulten sorteados. 
7.02. Si fuere el inicio del ejercicio anual, se mantendrán las exclusiones 
realizadas en el ejercicio anterior hasta que todos los peritos, incluso los que 
ingresen en ese período, resulten turnados. 
7.03. Se proseguirá con el procedimiento anterior, según el orden alfabético 
incluyendo nuevamente a todos los profesionales inscriptos, y así 
sucesivamente 
 

Artículo 8. VEEDORES:  

Los turnos previstos en el art. 7 serán realizados y controlados por la Oficina 
del Servicio Común de designación de Peritos Profesionales dependiente de los 
Tribunales Superiores de Justicia-CCAA, debiendo invitarse para el acto a las 
Asociación y Colegios Profesionales respectivamente, que han presentado 
listados de sus profesionales dispuesto a Auxiliar a la Justicia, y que esten 
interesadas en asistir a dichoi acto. 

Artículo 9. LISTAS:  

Las listas con las designaciones serán publicadas en el servicio digital 
LexNETde que dispone el Ministerio de Justicia en internet, y podrán ser 
consultadas por los peritos, abogados, procuradores y demás profesionales. A 
tal efecto, la Oficina del Servicio Común de designación de Peritos 
Profesionales elaborará una lista actualizada diariamente o semanalmente con 
las designaciones efectuadas y con el suficiente nivel de información para 
su completa interpretación que podrá ser consultada en el servicio digital 
LexNETde que dispone el Ministerio de Justicia en Internet.  

Artículo10. CIRCUNSCRIPCIONES / PARTIDOS JUDICIALES: 

Todas las circunscripciones judiciales/ partidos judiciales de la Comunidad 
Autónoma o Región seguirán el mismo procedimiento con las listas de Peritos 
inscriptos en su jurisdicción. Si un Perito inscripto en una provincia o partido 
judicial, fuera designado para desarrollar una tarea pericial en otra provincia o 
partido judicial donde no sea su ámbito de actuación, podrá renunciar a la 
designación sin expresión de causa y sin que ello implique ningún tipo de 
sanción o exclusión en cualquiera de las dos jurisdicciones. A los efectos 
de resolver la aceptación, el órgano judicial oficiante deberá remitir al juzgado 
oficiado toda la información necesaria obrante en el procedimiento relativo a la 
pericia que se solicita, junto con la notificación de la designación, para ser vista 
por el Perito y resolver la aceptación o no del cargo, para el caso en que el 
procedimiento no pueda ser enviado a la circunscripción correspondiente al 
Perito. 

En el cumplimiento de su tarea en la jurisdicción en la que no se encuentra 
inscripto el perito, se tendrán en cuenta las siguientes particularidades: 

10.01. Notificaciones: El Perito designado, deberá ser notificado de todas 
aquellas situaciones procesales pertinentes, en el domicilio profesional 
constituido con el que se encuentra inscrito originalmente. 
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Artículo 11. ACREDITACIÓN Y ACTA DE ACEPTACION DEL CARGO Y/O 
COMPARECENCIA A JUICIO6  

El perito profesional que comparezca a sede judicial a los efectos de aceptación 
de del cargo como Perito Judicial y/o comparecencia a juicio o cualquier otra 
diligencia, bastara para su acreditación la sola presentación del carné / 
credencial o número del Registro General de Peritos Judiciales creado por el 
Ministerio de Justicia, debiéndose proteger en todo momento sus datos 
personales (DNI y domicilio) al igual que sucede con los Procuradores de los 
Tribunales y los Abogados, a los que no se le exige identificarse ni hacer 
constar sus datos personales ante los distintos funcionarios y organismos 
judiciales. 
 

Artículo 12. RECUSACIÓN: Los peritos designados por el tribunal mediante el 
Registro de Peritos podrán ser recusados, mediante escrito firmado por el 
abogado y el procurador de la parte. Las causales de recusación de los 
Peritos designados judicialmente serán las mismas que la LEC fija en el 
artículo 124 y ss. y 469 y ss. LECr. 

 

Artículo 13. ACEPTACIÓN DEL CARGO Y ENTREGA DEL DICTAMEN:  

Es obligación del perito designado aceptar el cargo para el que ha sido 

nombrado, salvo caso que concurra alguna justa causa que le impida 

desempeñar bien y fielmente su labor.   

Presentar el Dictamen Pericial solicitado dentro de los plazos fijados por el 

juzgado. Si la resolución del juzgado no fijare dicho plazo, se entenderá que 

es de veinte días a partir del momento en que el Perito retire la provisión de 

fondos consignada a su favor y disponga de la/s copia/s u original/es de toda la 

documentación obrante en autos, necesaria para llevar a cabo su labor. Ningún 

plazo para la presentación del dictamen podrá comenzar a contar hasta 

tanto obren en poder del juzgado y a disposición del Perito las pruebas 

necesarias para la realización de la pericia solicitada. El solo vencimiento de 

cualquiera de los plazos sin causa justificada determina la remoción y 

sustitución del Perito Judicial. Cuando la conducta del Perito a este respecto 

sea reiterativa, el Magistrado o  Letrado de la Administración de Justicia podrá 

solicitar que el Perito sea eliminado de las listas para el año en curso, 

salvo que los Jueces por causa que estimen atendible, invocada antes del 

término fijado, decidan prorrogarlos.             

Artículo14. COLABORACIÓN CON LAS DILIGENCIAS PARA LA 
CONSECUCIÓN DE LA PERICIA ACORDADA:  

Los organismos públicos, ya sean nacionales, autonómicos, provinciales o 
locales, deberán prestar la mayor colaboración posible facilitandoles la tarea a 
los Peritos Judiciales en el cumplimiento de su misión, debiendo auxiliar al 
perito en su función proporcionando toda la información que le sea requerida, 

                                                           
6 A los efectos de un trato de igualdad con los demás operadores jurídicos (procuradores y abogados) y por protección 
procesal del Perito por la transcendencia que adquiere el dictamen pericial en el curso de las actuaciones y en las 
sentencias dictadas. 
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referente a la objeto de la pericia que tenga encomendada, bastando la mera 
acta de designación del Perito en el procedimiento o carta u oficio extendida 
por el Letrado de la Administración de Justicia haciendo constar especial 
referencia a lo solicitado por el Perito Judicial. 

Artículo 15. PROHIBICIÓN CONVENIR HONORARIOS PREVIO:  

Los Peritos Judiciales designados, a solicitud de cualquiera de las partes 
personadas en el procedimiento, no podrán convenir con ninguna de las 
partes el monto de sus honorarios antes de la presentación de la pericia 
juntamente con su minuta final por su intervención profesional. Salvo las 
provisiones de fondos que judicialmente el perito haya solicitado y el Letrado de 
la Administración de Justicia haya aprobado de acuerdo a lo contemplado en el 
art. 341LEC. El profesional que infringiere esta disposición se hará constar en 
el Registro General de Peritos del Ministerio de Justicia y en donde se 
encuentre adscrito. En caso de reincidencia podrá ser eliminado del listado de 
Peritos. Exceptuase expresamente del cumplimiento de este artículo a los 
Peritos de Parte o Consultores Técnicos contratados por las partes fuera del 
proceso. 

Artículo 16. DE LAS DILIGENCIAS Y GESTIONES DEL PERITO: 

El Perito Judicial deberá evitar ponerse en contacto con cualquiera de las 
partes o sus representantes legales, (a excepción a lo estrictamente necesario) 
sin que tenga constancia el juzgado y se le dé traslado a la otra parte de las 
operaciones o documentación que va a recibir el perito de alguna de las partes, 
para que pueda alegar lo que en derecho de su cliente pueda corresponder. 

La relación directa del Perito Judicial lo es con el órgano instructor y en modo 
alguno con la parte que intereso su intervención.  

El Perito Judicial deberá velar por su independencia evitando cualquier tipo de 
implicancia con el objeto de la Litis o con cualquiera de las partes del proceso. 
 

Artículo 17.   CONCURRENCIA DE PERITOS:  

En los procesos donde actuare más de un Perito de la misma especialidad, 
deberá notificarse al otro perito que presentó el primer informe la referida 
circunstancia, a fin de que pueda ejercer los derechos que le 
correspondieran en el proceso. 
 

Artículo 18.   DEBERES DE LOS PERITOS:  

Una vez designado es deber del Perito, teniendo en cuenta su responsabilidad 
civil, penal y disciplinaria: 

18.01. Aceptar el cargo y presentar el dictamen en legal tiempo y forma, 
debidamente firmado y ratificado. Comparecer a presencia judicial cada vez que 
sea requerido, pudiendo solicitar la ampliación del plazo otorgado, el cual le 
será concedido siempre que las razones invocadas resultaren justificables a 
juicio del Tribunal. En caso contrario, el perito podrá renunciar a la labor 
encomendada, debiendo comunicarlo al Juzgado/Tribunal, sin ser ésta una 
causa de sanción o pérdida de los honorarios devengados hasta la fecha de 
su renuncia. 
18.02. Realizar personalmente la labor pericial, sin perjuicio de contar 
eventualmente con la colaboración y medios técnicos o científicos a su cargo. 
18.03. Comparecer personalmente ante el Juez cada vez que éste lo 
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requiera, prestando asistencia al tribunal hasta que el proceso judicial finalice. 
18.04. Observar las reglas de lealtad, objetividad, imparcialidad y buena fe. 
18.05. Guardar el secreto profesional cuando el caso lo imponga. 
18.06. Fundar sus opiniones técnicas o científicas redactando su informe con la 
mayor claridad didáctica, precisión profesional y apego a las normas jurídicas. 
18.07. Aclarar las objeciones que se hicieren a la labor pericial y a la 
conducta del Perito, perdiendo en caso contrario el derecho a percibir 
honorarios, sin ser esta una causal de exclusión de la lista, salvo que tal 
conducta sea reiterativa. 
18.08. No depender ni funcional ni jerárquicamente de otro organismo oficial, en 
cualquiera de sus niveles o formas. O como persona física o jurídica de la 
actividad privada cuando en virtud de tal dependencia, tenga dependencia o 
relación directa o indirecta en las cuestiones sometidas a pericia para el caso 
en particular. 
No estar inhabilitado por ningún órgano judicial para el ejercicio de su profesión 
por motivos de mal desempeño profesional o haber sido condenado por falso 
testimonio, lo cual deberá acreditarse mediante declaración jurada, tanto en 
oportunidad de la inscripción en las listas como en las Actas de Aceptación de 
Cargo. La inhabilitación sobreviniente con posterioridad a la inscripción deberá 
ser comunicada por el Perito al Servicio Común de Designación de Peritos, a 
los efectos de que se produzca la exclusión en las listas respectivas. 

 18.09. El Acta de Aceptación de Cargo contendrá un párrafo donde el Perito 
declara en forma expresa, no estar comprendido en ninguna de las causales 
de inhibición detalladas en los artículos 105. 
18.10. El perito deberá comparecer cada vez que sea requerido por un órgano 
judicial, bajo de multa en caso de incomparecencia injustificada (art. 193 LEC). 
 
Artículo 19. PRESUPUESTO PREVIO ANTES DE INICIAR LA PERICIA: 
 
Cualquiera de las partes que intereso al tribunal la intervención del Perito 
Judicial podrá solicitar por intermedio del juzgado actuante y antes de consignar 
la provisión de fondos, que el perito confeccione un presupuesto “aproximado” 
de lo que podría suponer su intervención profesional en referencia a la 
realización de la pericia solicitada. 
 
Artículo 20. DENUNCIAR: 
 
El Perito Judicial está obligado a denunciar cualquier situación o delito del que 
pueda haber sido testigo o tenido conocimiento en el ejercicio de sus funciones, 
por cualquiera de las partes implicadas, sus representantes legales o por 
cualquier funcionario de la administración de justicia. 
 
 
Artículo 21 PENALIDADES Y SANCIONES DEL PERITO JUDICIAL: 

21.01. El Perito Judicial que revelare actuaciones procesales declaradas 

secretas por la autoridad judicial, será castigado con las penas y multas que 

legalmente le puedan corresponder7 y especialmente inhabilitado para ejercer 

el cargo de Perito Judicial y cualquier otro cargo público, profesión u oficio por 

un lapso de tiempo de uno a cuatro años. Por lo que deberá ser dado de baja 

                                                           
7 Habra que estudiar si le comprende lo contemplado en los art., 197 quinquies, 198, 199 y 417 CP. 
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del Registro dependiente del Servicio Común de designación de Peritos al que 

se encuentre inscrito el perito profesional. 

21.02. El Perito Judicial que concientemente emita un dictamen falso8 o preste 

declaración sin faltar sustancialmente a la verdad, la altera con reticencias, 

inexactitudes o silenciando hechos o datos relevantes que fueran conocidos por 

él9, será castigado con las penas contempladas en el Código Penal, sesiendo 

inhabilitado para ejercer el cargo de Perito Judicial y cualquier otro cargo 

público, profesión u oficio, procediéndose a dar de baja del Registro 

dependiente del Servicio Común de designación de Peritos al que se encuentre 

inscrito el perito profesional. 

Artículo 22.  DERECHOS DEL PERITO:  

En el ejercicio de sus funciones el Perito tiene derecho a: 

22.01. Solicitar la provisión de fondos que considere necesaria, que será a 
cuenta de la liquidación final una vez concluya su intervención profesional. 

22.02. Derecho a percibir la provisión de fondos tan pronto como haya sido  
consignada a su favor para que pueda comenzar la labor encomendada. 
22.03. Recibir un trato acorde a su condición profesional como cualquier otro 
operador jurídico más, que acude en  auxilio de la Justicia para ejercer el cargo 
público como Perito Judicial del Tribunal de Oficio.  
22.04. Derecho a cobrar los gastos ocacionados por desplazamiento y lucro 
cesante por comparecencia y aceptación del cargo de Perito Judicial al tribunal 
interviniente, de la parte que intereso la designación del perito y que por motivo 
ajeno al perito la pericia no se ha llevado a cabo. 
22.05. Exponer sus argumentos periciales de acuerdo con las reglas del arte 
o profesión de la especialidad que profesa. 
22.06. Aclarar las objeciones que se hicieren a la labor pericial y a la 
conducta del Perito Judicial. 
22.07. Ser preservado de acciones lesivas de cualquier origen en el 
correcto ejercicio de su función como perito judicial y por causa de ésta. 
22.08. Poder formalizar la renuncia al cargo para el que ha sido designado, 
fundando ante el juzgado/Tribunal las razones de la misma. Sin embargo, el 
abuso o reiteración en esta conducta, dará lugar a recurrir cualquier proceso, 
actuación, autos, providencias, diligencias de ordenación, etc. que solicite u 
ordene una sanción al Perito, ya sea para su remoción de la causa, para la 
eliminación de su nombre de la lista o cualquier otra, y por tanto tales 
actuaciones deberán originar una vista al Perito de modo de garantizar su 
legítima defensa. 
22.09 Derecho a que sus datos personales sean protegidos en todo momento 
de acuerdo a la LOPD, salvo que por necesidad motivada y a criterio del 
Letrado de la Administración de Justicia sea necesaria su facilitación. 

 
Artículo 23. SUSTANCIACIÓN DE LA RECUSACIÓN DEL PERITO JUDICIAL: 
 
El Perito Judicial recusado tiene derecho a oponerse a la recusación que le 
haga el recusante cuando no haya certeza de lo alegado o carezca de 
fundamento, alegando lo que a su derecho estime pueda corresponder, 

                                                           
8 Falso Testimonio aart. 459 CP. 
9 Artículos 460 y 461. 
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presentando todas las pruebas de que intente valerse, estando sujeto tanto el 
recusante como el perito recusado a lo estipulado en los art. 124 a 127 LEC.  
 
Si la tacha menoscabare la consideración profesional del perito, éste podrá 
solicitar al tribunal que, al término del proceso, declare que carece de 
fundamento y si se apreciare temeridad o deslealtad profesional en la tacha, a 
causa de su motivación o del tiempo en que se formulara, podrá solicitar que se 
imponga a la parte responsable la multa correspondiente. 

 

Artículo 24.   HONORARIOS DEL PERITO: 

El perito no está sujeto a arancel alguno y los honorarios serán a costa de quien 
lo haya solicitado, sin perjuicio de lo que pudiere acordarse en materia de 
costas (art. 339.2LEC) y de acuerdo a la Ley 17/2009 sobre libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio y en la Ley 25/2009 “Ómnibus” que a su 
vez modificó la Ley de 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales 
en la cual se dispuso (art 14 de la Ley 2/1974) que: “Los Colegios Profesionales 
y sus organizaciones colegiales no podrán establecer baremos orientativos ni 
cualquier otra orientación, recomendación, directriz, norma o regla sobre 
honorarios profesionales…” 

 
Artículo 25. HONORARIOS INDEBIDOS O EXCESIVOS:  
Si las minutas del perito correspondiente a sus honorarios profesionales 
resultaren para la parte solicitante “indebidos o excesivos” podrá impugnarlo 
ante el juzgado y el Letrado de la Administración de Justicia podrá oficiar al 
Colegio o Asociación a la que pertenezca el perito a fin de verificar tal extremo 
tomando en cuenta que los "Baremos de Honorarios   tienen   carácter 
meramente orientativo" y exclusivamente a los efectos de la Tasación de 
Costas, habiendo dejado de ser tarifas de honorarios mínimos profesionales, 
por lo que la determinación de honorarios profesionales es libre tanto por 
encima como por debajo de tales tarifas. 

Artículo 26. PERICIA NO REALIZADA / DESISTIDA POR LA PARTE 
PROPONENTE:  

 
Cuando el Perito Judicial designado haya aceptado el cargo judicial y el 
trabajo pericial no se haya efectuado por causas ajenas a su voluntad, ya sea 
por haber llegado a un acuerdo las partes o por haber renunciado a la prueba 
pericial, la parte que solicitó al tribunal la designación judicial del perito deberá 
de hacer efectivo los gastos y perjuicios ocasionados en concepto de: 
comparecencia a sede judicial, instrucción de la pericia a realizar y aceptación 
del cargo (=gastos desplazamiento+tiempo fuera de su despacho/lucro 
cesante). 

    25.01. El juzgado deberá comunicar al Perito Judicial tan pronto como tenga 
conocimiento de que queda eximido del cargo conferido y por los motivos que 
proceden, para que el perito pueda presentar su minuta por los gastos 
ocasionados al comparecer a sede judicial para la aceptación y juramento del 
cargo. 
 
Artículo 27. TRABAJOS PARCIALES:  

Cuando el Perito designado, además de haber aceptado el cargo, haya iniciado 
y realizado diligencias o tareas referidas a su trabajo sin haber concluido su 
dictamen por causas ajenas a su voluntad, ya sea por desistimiento o acuerdo 
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de las partes, el perito tendrá derecho a cobrar sus honorarios en la proporción 
del trabajo realizado. 

Artículo 28. DILIGENCIAS AMPLIATORIAS/DICTAMEN AMPLIATORIO (AL 
YA EMITIDO). 

Una vez emitido el dictamen pericial y cuando cualquiera de las partes solicitara 
ciertas diligencias o nuevo dictamen pericial que sean fuera del objeto o 
alcance inicial de la pericia solicitada y acordado por el juzgado, que implique 
nuevas operaciones, cálculos, comprobaciones, entrevistas, desplazamientos, 
etc. el perito podrá volver a solicitar nueva provisión de fondos, que será a 
cuenta de la liquidación final una vez finalice su intervención profesional. 

Artículo 29. OBLIGACIÓN DEL PAGO AL PERITO:  

Le corresponde a la parte/es que intereso al juzgado la intervención de un 
Perito Judicial (art. 339.2, 539.2 y 241.2 LEC) con independencia y sin perjuicio 
de lo que pudiere acordarse en materia de costas. 

 Artículo 30. TUTELA DEL PAGO DE HONORARIOS AL PERITO: 
 
Corresponde al propio juzgado que tramita el procedimiento judicial y 
encargado de que la “Tutela Judicial” sea haga “efectiva” también para el perito 
profesional que fue llamado y nombrado “ad hoc” para intervenir como un 
tercero por sus especiales conocimientos a instancias de alguna/s de la/s 
partes de justicia rogada para sus propios intereses.  
31.01. En consecuencia, el Juzgado no podrá dar por terminado ni archivar el 
procedimiento hasta tanto no sea abonada todas las cantidades pendiente de 
pago al Perito Judicial. 
 31.02. El perito no tiene a su favor un proceso de jura de cuentas como 
disponen Abogados y Procuradores para reclamar sus honorarios. Por lo tanto, 
el juzgado reclamara a la parte obligada al pago de los honorarios del perito 
evitando que éstos tengan que reclamarlos mediante procesos monitorios o 
verbales fuera del procedimiento que se origino y en otro juzgado, con la 
consiguiente perjuicio del perito y la carga de trabajo que al final supone para 
los juzgados con los procedimiento de reclamación de pequeñas cuantias 
(menos de 2.000€). 
31.03.   Una vez entregado el dictamen pericial del Perito Judicial juntamente 
con su minuta final que hubiera dado lugar por su intervención profesional el 
juzgado dara traslado tanto del dictamen pericial como de la minuta presentada 
por el perito para que en el plazo de cinco dias (el mismo que para la provisión 
de fondos) consigne en la cuenta de desposito y consignaciones del juzgado y 
a favor del perito la cantidad pendiente de pago. 
31.04 Transcurrido el plazo previsto el perito podra presentar escrito solicitando 
al juzgado a fin de que se le requiera a la parte solicitante y obligada al pago del 
perito para que consigne en la cuenta de desposito y consignaciones del 
juzgado y a favor del perito la cantidad pendiente de pago. 
31.05   Si pese a haber sido requerido por el juzgado a la parte obligada del 
pago de los honorarios pendientes del perito y ésta continuase sin abonar la 
cantidad pendiente de pago del perito, éste podra reclamar mediante proceso 
monitorio al mismo juzgado que realizo tal nombramiento por ser en primer 
lugar por la que nace la relación extracontractual y el conocedor directo de la 
deuda existente y por tanto si procede su admisión o si hay error en la cuantía 
reclamada o si procede la oposición del deudor. 

31.06   Una vez sustanciado la reclamación monitoria y quedara acreditado la 
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existencia de la deuda el tribunal dictara auto de ejecución a favor del perito 
judicial. 
31.07 Cualquier otra controversia que pudiera suscitarse respecto a los 
honorarios del Perito Judicial se sustanciara en el propio juzgado mediante una 
pieza separada dimanate del procedimiento que se originaron los gastos del 
perito judicial. 

Artículo 31. ARCHIVO DEL PROCEDIMIENTO:  

No se procedera al archivo definitivo del procedimiento en que actuó el perito 
judicial por orden del tribunal, mientras no conste fehacientemente que se han 
hecho efectivo la totalidad de los honorarios del Perito Judicial.  

31.01  En caso de que por error se produjera el archivo del expediente sin 
existir la expresa conformidad del pago de los honorarios del Perito Judicial, o 
su notificación previa, se ordenará su desarchivo con la sola petición del Perito, 
sin costo alguno para éste. 

Artículo 32. AMPLIACIÓN DE PROVISIÓN DE FONDOS:  
En los casos en que para la consecución de la pericia solicitada obligase al 
Perito Judicial a efectuar otros gastos necesarios y/o no contemplados en la 
solicitud de provisión de fondos al momento de la instrucción del objeto y 
alcance de la pericia, por desconocer en ese momento las operaciones o 
pruebas necesarias que pudieran necesitarse sin haber realizado inspección 
ocular in situ de los materiales, persona o animales, como, por ejemplo. alquiler 
de maquinarias específicas para realizar cata o comprobación técnica de 
hormigón, sondeos geotécnicos, radiografías, resonancias magnéticas, análisis, 
etc. 
33.01 El Perito Judicial podrá elevar la provisión de fondos solicitada 
inicialmente, deberá presentar un “calculo presupuestario” para el caso y 
ponerlo en conocimiento de la parte solicitante y a consideración del 
juez/magistrado quien resolverá al respecto. 
33.02 Una vez firme su resolución, deberá depositarse Judicialmente en el 
plazo exigido por el Letrado de la Administración de Justicia y puesto a 
disposición del Perito, con cargo de rendir cuentas al momento de presentación 
del Dictamen Pericial, juntamente con su minuta de honorarios profesionales.  
33.03 Si la ampliación de la provisión de fondos solicitada por el perito no se 
hiciese efectiva, dará derecho al perito judicial a renunciar al cargo con justa 
causa, sin implicar este incumplimiento el desistimiento de la prueba pericial    
Esta suma no formará parte de sus honorarios.  
33.04 El Perito Judicial tendrá derecho a percibir los honorarios que se pudieran 
haber generado en el transcurso de sus operaciones hasta la notificación de la 
resolución adoptada. 

Artículo 33.  DERECHOS DE AUTORÍA: Cuando un informe pericial fuere 
utilizado en una causa distinta a aquella que le dio origen, pero referente al 
mismo hecho, el Perito deberá ser notificado de oficio por el Juzgado/Tribunal, 
para que el perito pueda percibir sus honorarios. 

Artículo 34. LICENCIA/PERMISOS:  

El perito podrá solicitar licencia/permiso fundadamente, de acuerdo al siguiente 
orden: 

35.01. En el registro de la oficina del Servicio Común General (designación de 
Peritos Profesionales) del TSJ, si no está realizando una pericia. 
35.02. En el procedimiento o causa donde esta actuando, si esta se prolongare 
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en el tiempo. 
35.03. Los plazos que involucraren a Peritos durante períodos de esta 
naturaleza, se extenderán de acuerdo a la duración de dichas licencias. 
 

Artículo 35. CODIGOS DE PROCEDIMIENTOS:  

Modificase y/o adecuase según corresponda, en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, Ley Orgánica del Poder Judicial y demás 
Resoluciones, Decretos, y Normativas vinculantes. 
 

El presente Reglamento consta de 35 artículos que se extiende en 15 folios de 
pertenencia a la AIPJ y es responsabilidad de sus autores, queda 
terminantemente prohibida su distribución, utilización o divulgación si no se 
citan y reconocen los derechos de propiedad de su autor. 
 
Firmado en Benalmadena, a 7 de septiembre de 2016 
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CODIGO DEONTOLOGIGO DE LA ASOCIACIÓN 

INDEPENDIENTE DE PERITOSJUDICIALES 

 

 

INTRODUCCIÓN 

 

Noción, antecedentes y propósito del Código de Ética 
 

1. La Asociación Independiente de Peritos Judiciales ha considerado que es 

esencial instaurar un Código Deontológico para los profesionales que la 

componen. 

2. Un Código de Ética constituye una exposición que abarque los valores y 

principios que guían la labor y función pública que debe ejercer el Perito 

Judicial de los Tribunales en ejercicio del cargo conferido de oficio en auxilio 

de la justicia. La independencia, las facultades y las responsabilidades del 

Perito Judicial en el ámbito privado y público que requieren unas exigencias 

éticas a la Asociación y a los profesionales que la componen y que son 

requeridos por los tribunales para intervenir como Perito Judicial de oficio. El 

código deontológico de los Peritos Judiciales que actúen en los diferentes 

órganos judiciales y tribunales de España, teniendo en cuenta tanto las 

exigencias éticas de la función pública en general como las exigencias 

específicas del Perito en particular, incluidas las obligaciones profesionales de 

éste. 

3. La conducta del Perito Judicial debe ser irreprochable en todos los 

momentos y todas las circunstancias. Cualquier deficiencia en su conducta 

profesional o cualquier conducta inadecuada en su vida personal perjudican la 

imagen e integridad de la figura del “Perito Judicial”, a la organización que 

representa, la calidad y la validez de su labor en el ámbito Jurídico, y puede 

plantear dudas acerca de la fiabilidad, la competencia e idoneidad profesional 

tanto del perito profesional como el de la propia organización que lo alberga. 

La adopción y la aplicación de un código de ética para la función del Perito 

Judicial en el sector público, como los distintos órganos pertenecientes a la 

Administración de Justicia y otros organismos oficiales y privados que 

promuevan la confianza e independencia del Perito Judicial en su actividad 

profesional.  

4. Tiene una importancia fundamental que la Asociación Independiente de 

Peritos Judiciales y sus miembros susciten credibilidad y confianza. 

Garantizar la idoneidad del Perito Judicial mediante la adopción y la aplicación 

de las exigencias éticas de las nociones encarnadas en los siguientes 

conceptos claves; integridad, independencia, objetividad, confidencialidad y 

competencia profesional.  
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Seguridad, Confianza y Credibilidad 

 

5. El poder Ejecutivo, Legislativo, Judicial y la ciudadanía en general tienen 

derecho a esperar que la conducta y la actuación del Perito Judicial sean 

irreprochables, no susciten sospechas y sean dignos de respeto y confianza.  

6. El Perito Judicial debe conducirse de un modo que promueva la 

cooperación y las buenas relaciones entre los demás peritos y dentro de su 

profesión. El apoyo de la profesión por parte de sus miembros y su 

cooperación recíproca constituyen elementos esenciales de la 

profesionalidad. La confianza y el respeto público que suscita el Perito Judicial 

es consecuencia, básicamente, de la suma de logros de todos los Peritos 

Judiciales, anteriores y actuales. Por consiguiente, tanto a los peritos como a 

la ciudadanía en general les interesa que el Perito Judicial trate a sus colegas 

de una forma justa y equilibrada.  

7. El poder Ejecutivo, Legislativo, Judicial y el público en general y las demás 

entidades en general deberán tener una plena garantía de la justicia y la 

imparcialidad de toda la labor del Perito Judicial. Por consiguiente, es esencial 

que exista un Código de Ética nacional o un reglamento semejante que rija y 

regule la prestación de sus servicios como auxiliar de la justicia.  

8. En todos los sectores de la sociedad existe la necesidad de credibilidad. 

Por consiguiente, resulta esencial que el Perito Judicial que es llamado a 

intervenir como “un tercero” experto en una materia y en un procedimiento 

dado, sus informes y dictámenes sean considerados de la máxima precisión y 

fiabilidad.  

9. Toda la labor realizada por los profesionales que desempeñan el cargo 

conferido de oficio como Perito Judicial de los tribunales debe contrastarse 

mediante la inspección realizada por el Consejo del Poder Judicial, Ministerio 

de Justicia, Tribunales Superiores de Justicia y/o Administración de Justicia, 

mediante una evaluación pública acerca de su corrección, y examen 

comparativo con un Código de Ética nacional acorde a la función específica 

que deben desarrollar.  

10. La integridad constituye el valor central de un Código de Ética. El Perito 

Judicial de los tribunales está obligado a cumplir normas elevadas de 

conducta (p. ej. honradez, imparcialidad, objetividad) durante su trabajo y en 

sus relaciones con el personal de las distintas administraciones de justicia. 

Para preservar la confianza tanto del tribunal como el de la sociedad en 

general, la conducta del Perito Judicial debe ser irreprochables y estar por 

encima de toda sospecha o duda.  

11. La integridad puede medirse en función de lo que es correcto y justo. La 

integridad exige que el Perito Judicial de los tribunales se ajuste tanto a la 

forma como al espíritu de las normas de su profesión y de ética. La integridad 

también exige que el Perito Judicial se ajuste a los principios de objetividad, 

imparcialidad e independencia, mantenga normas irreprochables de conducta 

profesional, tomen decisiones acordes con el cargo para el que han sido 
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requeridos, y apliquen un criterio de honradez absoluta en la realización de su 

labor.  

12. Para el Perito Judicial de lo tribunales es indispensable la independencia e 

imparcialidad en su actuación con respecto a las partes intervinientes de un 

proceso judicial y otros grupos de intereses externos. Esto implica que el 

Perito Judicial no la disminuya por ningún concepto, para la consecución del 

objetivo de la pericia en que tenga que emitir su dictamen pericial.  

13. El Perito Judicial no sólo debe esforzarse por ser independiente de las 

entidades que han solicitado al tribunal su intervención y de otros grupos 

interesados, sino que también deben ser objetivos al tratar las cuestiones de 

los temas sometidos a revisión.  

14. Es esencial que el Peritos Judicial no sólo sea independientes e imparcial 

de hecho, sino que también lo parezca.  

15. En todas las cuestiones relacionadas con la labor de la Pericia Judicial, la 

independencia del Perito Judicial no debe verse afectada por intereses 

personales o externos. Por ejemplo, la independencia podría verse afectada 

por las presiones o los influjos externos sobre los Peritos pertenecientes a 

algún colegio o asociación profesional; por los prejuicios de éstos peritos 

acerca de las personas, las entidades en donde deben actuar, los proyectos o 

los programas; por haber trabajado recientemente en la entidad solicitante; o 

por relaciones personales, corporativas o financieras que provoquen conflictos 

de lealtades o de intereses. El Perito Judicial de los tribunales está obligado a 

no intervenir en ningún asunto en el cual tengan algún interés personal, ya 

sea directo o indirecto o de cualquier otra índole.  

16. Se requiere objetividad e imparcialidad en toda la labor efectuada por el 

Perito Judicial de los tribunales, y en especial en sus dictámenes, que 

deberán ser exactos y objetivos. Las conclusiones de los dictámenes e 

informes, por consiguiente, deben basarse exclusivamente en las pruebas 

obtenidas científicamente, técnicamente o empíricamente y unificadas de 

acuerdo a los principios de su leal saber y entender con las normas y 

aplicación de su ciencia, arte o profesión.  

17. El Perito Judicial de los tribunales deberá utilizar la información aportada y 

obrante en autos. Esta información deberá tenerse en cuenta de modo 

imparcial en los dictámenes expresados por el Perito Judicial que también 

deberá recoger información acerca de los enfoques de la parte solicitante y 

otros intervinientes. Sin embargo, estos enfoques no deberán condicionar ni 

influir en las conclusiones propias del Perito Judicial.  

18. Es importante mantener la neutralidad política (Jueces, magistrados, 

fiscales, abogados, actora, demandada, denunciante, denunciado, etc) tanto 

la real como la percibida por el propio perito judicial. Por lo tanto, es 

importante que el Perito Judicial conserve su independencia con respecto a 

las posibles influencias jerárquicas o políticas para desempeñar con total 

imparcialidad sus responsabilidades en su actuación profesional. Esto es 

relevante para el Perito Judicial que trabaja en estrecho contacto con los 

distintos órganos judiciales, y demás órganos de la Administración facultados 
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por la ley para tomar en consideración los informes del Perito Judicial de los 

tribunales. 

19. También es importante destacar que, cuando un Perito Judicial se dedica, 

o estudia la posibilidad de dedicarse, a actividades políticas, cargos 

corporativos, colegiales, etc., tengan en cuenta la forma en que tal dedicación 

podría afectar y/o parecer que afecta su capacidad para desempeñar con total 

imparcialidad y objetividad sus obligaciones profesionales. Tienen que ser 

conscientes de que tales actividades pueden provocar conflictos o intereses 

personales y/o profesionales.  

20. Cuando el Perito Judicial se dedica a asesorar o a prestar servicios en el 

ámbito privado como; compañías de seguros, reaseguros, entidades 

crediticias, financieras, etc. distintos al de una entidad pública, hay que 

procurar que estos servicios no lleven a un conflicto de intereses directos o 

indirectos, amistad o enemistad manifiesta o relación contractual. En 

particular, el Perito Judicial debe garantizar que dichos servicios o 

asesoramiento no incurran en ningún tipo de responsabilidades o facultades 

de gestión, que pongan en duda el desempeño de sus funciones en un cargo 

público (Ejemplo; Tachas, recusación, aceptación y juramento de cargo o 

nombramiento según art. 24.2 C.P.).  

21. El Perito Judicial deberá proteger en todo momento su independencia y 

evitar cualquier posible conflicto de intereses rechazando regalos o 

gratificaciones que puedan interpretarse como intentos de influir sobre la 

independencia y la integridad de su actuación.  

22. El Perito Judicial debe evitar en lo posible toda clase de relaciones con las 

partes implicadas y del personal del tribunal requiriente y otras personas 

intervinientes que puedan influir, comprometer o amenazar la capacidad del 

Perito Judicial para actuar con total independencia, imparcialidad y objetividad 

en el desempeño de sus funciones.  

23. El Perito Judicial del Tribunal en ejercicio de la función conferida y en 

consecución del objeto y alcance de la pericia encomendada, no deberá bajo 

ningún concepto facilitar a ninguna de las partes o sus representantes legales 

ningún tipo de información que pueda revelar o anticipar el resultado final de 

su dictamen, sin previo conocimiento y consentimiento del órgano instructor. 

Secreto Profesional 
 

24. El Perito Judicial no deberá utilizar su cargo o designación oficial con 
propósitos privados y deberán evitar relaciones que impliquen un riesgo de 
corrupción o que puedan suscitar dudas acerca de su objetividad e 
independencia.  
25. El Perito Judicial no deberá utilizar ningún tipo de información privilegiada 

ni de ninguna otra índole recibida en el desempeño de sus funciones como 

medio de obtener beneficios personales para él o para otras personas. 

Tampoco deberán divulgar informaciones que otorguen ventajas injustas o 

injustificadas a otras personas.  

26. La información obtenida por el Perito Judicial en el transcurso de las 

diligencias de estudio, análisis, inspecciones, etc. dentro del proceso de la 
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pericia que este llevando a cabo no deberá revelarse a terceros, ni oralmente 

ni por escrito, hasta el momento de la entrega al tribunal de su dictamen y 

posterior ratificación a presencia judicial o en la vista del juicio oral. 

Competencia Profesional 
 

27. Los Peritos Judiciales tienen la obligación de actuar en todo momento de 

manera profesional y de aplicar elevados niveles profesionales en la 

realización de su trabajo con objeto de desempeñar sus funciones y 

responsabilidades de manera competente, con imparcialidad y objetividad.  

28. El Perito Judicial no debe aceptar ningún encargo en el que no pueda 

llevar a cabo su trabajo por no ser de su competencia o no poseer los 

conocimientos necesarios para su correcta actuación.  

29. El Perito Judicial de los Tribunales debe conocer y cumplir las normas 

legales que garanticen, los procedimientos y las prácticas aplicables a la 

especialidad en la que interviene. De igual modo, debe entender 

adecuadamente los principios y normas constitucionales, legales e 

institucionales que rigen el desempeño y actuación del Perito Judicial de los 

Tribunales. 

Actuación Profesional 
 

30. El Perito Judicial debe ejercer el cargo conferido por el Tribunal con la 

profesionalidad debida en la realización y supervisión del objeto de la Pericia 

encomendada dentro del ámbito de su especialidad y en la posterior 

elaboración de sus dictámenes periciales correspondientes.  

31. El Perito Judicial nombrado por el Tribunal debe emplear métodos y 

prácticas de la máxima calidad y fiabilidad posible en su actuación de acuerdo 

a la “Lex Arti”. En la realización de la Pericia y la emisión del “Dictamen 

Pericial Judicial”.  

32. El Perito Judicial tiene la obligación de actualizar contantemente para 

mejorar las capacidades requeridas para el mejor desempeño de sus 

responsabilidades profesionales adquiridas al aceptar el cargo conferido por 

el Tribunal. 

*** 

 




